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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Allende Bussi, Isabel
--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés
--Chahuán Chahuán, Francisco
--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo
--Letelier Morel, Juan Pablo

--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro
--Navarro Brain, Alejandro
--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime
--Pérez San Martín, Lily
--Pérez Varela, Víctor

--Prokurica Prokurica, Baldo
--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio
--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:19, en presencia de 21 señores Senadores.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Las actas de las sesiones 13ª, especial, y 14ª, ordinaria, ambas en 4 de mayo; y 15ª, ordinaria, en 5 de mayo, todas del año en curso, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

IV. CUENTA

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Dos de Su Excelencia el Presidente de la República, con los cuales hace presente la urgencia, calificada de “simple” y “suma”, respectivamente, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio de la “Convención sobre Municiones de Racimo”, adoptada en la Conferencia Diplomática de Dublín el 30 de mayo de 2008 (boletín N° 6.708-10).



2.- Proyecto de acuerdo que aprueba el “Protocolo contra la Fabricación y el Tráfico de Armas de Fuego, sus Piezas y Componentes y Municiones, que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional” (boletín N° 6.813-10).


--Se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


Siete de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero comunica que no dio su acuerdo a la solicitud formulada por el Senado en orden a archivar las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que traslada Día del Huaso al 1º de septiembre (boletín Nº 4.308-06).


2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece el “Día de la Comuna y del Mundo Rural” (boletín Nº 4.501-06).


3.- Proyecto de ley que prohíbe el uso de números para designar las Regiones, permitiendo su nombre abreviado, sin derogar sus denominaciones legales (boletín N° 4.938-06).


4.- Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, iniciado en moción del Senador señor Horvath y de los entonces Senadores señores Stange, Valdés, Vega y Viera-Gallo, que tipifica la conducta de maltrato o crueldad contra los animales (boletín N° 3.327-12).


5.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre protección de los animales (boletín N° 1.721-12).


Con el segundo informa que accedió a la solicitud del Senado en orden a archivar el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica los artículos 25 y 26 de la Ley General de Bases del Medio Ambiente con el objeto de establecer plazo de caducidad en la ejecución de un proyecto con estudio de impacto ambiental (boletín N° 5.214-12).


--Se toma conocimiento.



Con el tercero comunica que prestó su aprobación, con las enmiendas que indica, al proyecto de ley sobre el sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación parvularia, básica y media, y su fiscalización (con urgencia calificada de “suma”) (boletín N° 5.083-04) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



Con los tres siguientes hace saber que aprobó las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo otorgando permiso al pariente que indica, en caso de hospitalización o atención en el hogar, de menores enfermos (boletín N° 4.692-13) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.


2.- Proyecto de acuerdo aprobatorio de las “Enmiendas al Acuerdo Constitutivo de la Organización Internacional de Telecomunicaciones por Satélite” (boletín N° 6.799-10) (Véase en los Anexos, documento 3).


3.- Proyecto de acuerdo que aprueba el “Protocolo contra la Fabricación y el Tráfico de Armas de Fuego, sus Piezas y Componentes y Municiones, que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional” (con urgencia calificada de “suma”) (boletín N° 6.813-10) (Véase en los Anexos, documento 4).


--Pasan a la Comisión de Relaciones Exteriores.


Con el séptimo informa que aprobó las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto que flexibiliza los requisitos de acceso para obtener beneficios del seguro de cesantía de la ley N° 19.728, producto de la catástrofe del 27 de febrero de 2010 (boletín N° 6.871-13).


--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.


Cuatro del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Con los tres primeros remite igual número de copias autorizadas de las resoluciones dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 38 ter de la ley N° 18.933 y 2331 del Código Civil.


--Se toma conocimiento y se envían los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Con el cuarto remite copia autorizada de la sentencia recaída en el ejercicio del control de constitucionalidad del proyecto que modifica la ley N° 20.428, que otorga un bono solidario a las familias de menores ingresos (boletín N° 6.882-05).


--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.


Del señor Ministro de Relaciones Exteriores subrogante, con el que da respuesta a un proyecto de acuerdo adoptado por el Senado, a solicitud de los Senadores señores Horvath, Cantero, García, Girardi, Larraín, Sabag y Zaldívar, con relación a las violaciones de los derechos humanos en la República Islámica de Irán (boletín N° S 1.228-12).


De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarro, referido a la conveniencia de que el Estado adquiera viviendas en la Región del Biobío para atender a las familias damnificadas por el terremoto y se adopten otras medidas en favor de los deudores habitacionales de esa Región.


Del señor Jefe de Gabinete de la Comisión Nacional de Energía, por medio del cual contesta un oficio cursado en nombre del Senador señor Horvath, relativo a las dificultades que afectan a la comunidad de Puerto Gaviota, Región de Aysén, en materia de suministro eléctrico.


--Quedan a disposición de los señores Senadores. 

Informes 



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en la consulta formulada por la Sala acerca de la constitucionalidad de ciertas disposiciones del proyecto de ley que crea el Fondo Nacional de Reconstrucción y establece mecanismos de incentivo a las donaciones en caso de catástrofe (con urgencia calificada de “suma”) (boletín N° 6.884-05) (Véase en los Anexos, documento 5). 



--Se toma conocimiento y se adjunta el informe a sus antecedentes. 



De la Comisión de Economía, recaídos en las siguientes iniciativas: 



1.- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señor García, señora Pérez (doña Lily) y señores Chahuán, Espina y Prokurica, en primer trámite constitucional, que suspende temporalmente la aplicación de las normas que regulan la comunicación de anotaciones comerciales respecto de las personas domiciliadas en las Regiones declaradas “Zonas de Catástrofe” (boletín N° 6.854-03) (Véase en los Anexos, documento 6). 



2.- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Allamand, Tuma, García y Lagos, en primer trámite constitucional, referido a la publicación de protestos (boletín N° 6.914-03) (Véase en los Anexos, documento 7). 

 

De la Comisión de Hacienda, recaídos en los siguientes asuntos: 



1.- Oficio de Su Excelencia el Presidente de la República, con el que requiere el acuerdo del Senado para nombrar como integrante del Consejo de Alta Dirección Pública a la señora María Beatriz Corbo Atria, hasta el 5 de julio de 2010 (con la urgencia prevista en el inciso segundo del N° 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental) (boletín N° S 1.238-05) (Véase en los Anexos, documento 8). 



2.- Proyecto de ley que crea el Fondo Nacional de Reconstrucción y establece mecanismos de incentivo a las donaciones en caso de catástrofe (con urgencia calificada de “suma”) (boletín N° 6.884-05) (Véase en los Anexos, documento 9). 



--Quedan para tabla. 

Moción 



De los Senadores señores Chahuán y Bianchi, con la que inician un proyecto de ley que exige el rotulado de alimentos sin gluten (boletín N° 6.932-11) (Véase en los Anexos, documento 10). 



--Pasa a la Comisión de Salud. 

Proyectos de acuerdo 



De los Senadores señores Navarro, Lagos y Muñoz Aburto, sobre el establecimiento de una política educacional y legislativa en materia de recursos hídricos (boletín N° S 1.243-12) (Véase en los Anexos, documento 11). 



--Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales. 

 

De los Senadores señores Navarro, Lagos y Muñoz Aburto, con el que solicitan incluir incentivos al ahorro de energía en la Estrategia de Eficiencia Energética 2020 (boletín N° S 1.244-12) (Véase en los Anexos, documento 12). 



De los Senadores señor Muñoz Aburto, señora Allende y señores Escalona y Navarro, por medio del cual piden ampliar el giro de la ENAP, transformándola en Empresa Nacional de Energía (boletín N° S 1.245-12) (Véase en los Anexos, documento 13). 



--Pasan la Comisión de Minería y Energía. 

Permisos Constitucionales 



Solicitud del Senador señor Tuma, para ausentarse del país entre los días 6 y 17 de mayo del año en curso. 



Solicitud del Senador señor Larraín, para ausentarse del país entre los días 11 y 18 de mayo de 2010. 



--Se accede. 

Comunicación 



De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, mediante la cual propone, de conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 36 del Reglamento del Senado y previo acuerdo de la Cámara de Diputados, el archivo del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el artículo 193 del Código del Trabajo con el propósito de establecer ciertas prerrogativas a favor de trabajadores que indica (boletín Nº 3.482-13). 



--Se accede y se manda oficiar a la Honorable Cámara de Diputados. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la Cuenta.



ACUERDOS DE COMITÉS
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los Comités, en reunión celebrada hoy, acordaron por unanimidad lo siguiente:



1.- Agregar a la tabla de hoy el proyecto sobre Fondo Nacional de Reconstrucción, iniciando en esta sesión su discusión en general.



2.- Citar a sesión especial para el martes 18 del mes en curso, con el propósito de votar el nombramiento de don Roberto Jacob como Ministro de la Excelentísima Corte Suprema.



3.- Incluir en el Tiempo de Votaciones de la presente sesión el proyecto de acuerdo sobre subvención por matrícula en los establecimientos rurales.

V. ORDEN DEL DÍA

Regularización de nómina de armadores habilitados para operar en pesquería de pez espada
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Proyecto de ley, iniciado en mensaje, en primer trámite constitucional, que regulariza la nómina de armadores habilitados para operar en la pesquería de pez espada, con segundo informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.



--Los antecedentes sobre el proyecto (6793-03) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 75ª, en 15 de diciembre de 2009.


Informes de Comisión:


Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, sesión 82ª, en 13 de enero de 2010.


Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura (segundo), sesión 15ª, en 5 de mayo de 2010.


Discusión:



Sesión 86ª, en 9 de marzo de 2010 (se aprueba en general).
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- La iniciativa fue aprobada en general en sesión de 9 de marzo del año en curso.



La Comisión deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que el artículo 2º no fue objeto de indicaciones en la discusión general ni de modificaciones en el segundo informe, es decir, conserva el mismo texto que Sus Señorías aprobaron en general.



Cabe señalar que dicho artículo se refiere a la interposición de recursos administrativos por parte de los armadores artesanales que no hubieren sido incorporados a la nómina respectiva.



Corresponde, en consecuencia, darlo por aprobado, salvo que algún señor Senador, con la unanimidad de la Sala, solicite su discusión y votación.



--Se aprueba reglamentariamente.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- La Comisión informante realizó tres modificaciones al proyecto aprobado en general, las que fueron acordadas en forma unánime, razón por la cual deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión respecto de alguna de ellas o que se trate de una disposición sobre la que haya una o más indicaciones renovadas.



Los artículos 3º y 4º, que fueron enmendados, tienen el carácter de normas de quórum calificado, al igual que el artículo 1º. En consecuencia, requieren hoy, para su aprobación, el voto conforme de 19 señores Senadores.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado que en su segunda columna transcribe las modificaciones que la Comisión introdujo al texto acordado en general.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión particular el proyecto.

El señor HORVATH.- Pido la palabra.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, la discusión general ya se realizó.



Solo quiero recordar que el proyecto es de gran relevancia para un grupo de pescadores artesanales, quienes realizan este tipo de captura más allá incluso de las 600 millas de la línea de base recta, y también para un conjunto de industriales. Históricamente, estos tuvieron mayor cantidad de naves que las que han operado en el período que se señala. 



Pero todo se ha hecho por la vía de la pesca de investigación.



Por ello, el objetivo del proyecto es regularizar la actividad por medio de abrir el registro correspondiente, para manejar las cuotas y definir las áreas de captura, asunto en lo cual los actores concuerdan con lo propuesto en la iniciativa. De hecho, la requieren para desempeñar sus labores con un carácter regular.



Las indicaciones -incluso las que perfeccionan el proyecto desde el punto de vista de su lectura- fueron aprobadas. 



El Senador señor Navarro presentó una tendiente a incorporar la captura con arpón. Pero la verdad es que las artes de pesca se regulan en la propia ley. Además, si no se lleva una relación acerca de quién utiliza tal herramienta, la medida sería como abrir un forado que impediría que nuevas personas se incorporen a una pesquería que necesita un grado mínimo de regulación. En todo caso, como arte de pesca, ese punto se halla planteado.



Otro asunto que surgió en el debate de la Comisión de Pesca, y que originó un acuerdo de esta con el Gobierno, apunta a regular la captura del tiburón. Porque algunas personas están aprovechando el tipo de pesquería que nos ocupa para atrapar dicha especie con elementos adicionales a los que normalmente se usan en ese ámbito, como es el empleo de alambre en lugar de un reinal de seda u otro dispositivo más propio de la pesca del pez espada. 



Lo que hacen, en el fondo, es “aletear”; es decir, le cortan la aleta al tiburón y luego botan su cuerpo en condiciones que, obviamente, no puede resistir. Y con esta aleta “mejoran” -por así decirlo- la rentabilidad de la excursión. 



Por supuesto, tal práctica no puede ser aceptada en Chile ni en el mundo. 



Por lo tanto, se va a normar dicha pesquería especial. Ese es el compromiso que asumieron el SERNAPESCA, la Subsecretaría de Pesca y el Gobierno.



Otra indicación, aprobada por la Comisión, aborda la situación de armadores industriales cuyas naves califican como embarcaciones artesanales. A ellos se les da la oportunidad de inscribirse en el Registro Pesquero Artesanal, sin las exigencias de los industriales.



En síntesis, es un buen proyecto. Viene a regularizar una pesquería que ha sido significativa en nuestro país; permite manejarla dentro de sus ámbitos legales, y favorece la iniciativa de estos pescadores, los cuales no quedan dependiendo solo de que exista o no voluntad para incorporarlos en una pesca con carácter de investigación. 



Por tales razones, señor Presidente, sugerimos aprobar el texto propuesto por la Comisión. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación las enmiendas propuestas unánimemente por la Comisión y el artículo 1º, disposiciones todas que requieren quórum calificado.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba en particular el proyecto y se deja constancia, para los efectos del quórum constitucional exigido, de que emitieron pronunciamiento favorable 25 señores Senadores.


Votaron las señoras Allende, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Allamand, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, Gómez, Horvath, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

CREACIÓN DE FONDO NACIONAL DE RECONSTRUCCIÓN E INCENTIVOS A DONACIONES EN CASO DE CATÁSTROFES
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Conforme a lo acordado por los Comités, corresponde tratar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Fondo Nacional de la Reconstrucción y establece mecanismos de incentivo a las donaciones en caso de catástrofe, con informes de las Comisiones de Hacienda y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y urgencia calificada de “suma”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (6884-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:

En segundo trámite, sesión 14ª, en 4 de mayo de 2010.


Informes de Comisión:


Hacienda, sesión 16ª, en 11 de mayo de 2010.


Constitución, sesión 16ª, en 11 de mayo de 2010.
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- El proyecto tiene dos objetivos fundamentales:



1) Crear un Fondo Nacional de Reconstrucción destinado a financiar la construcción, reconstrucción, reposición, remodelación, restauración o rehabilitación de infraestructura, instalaciones, obras y equipamiento ubicados en las comunas, provincias o Regiones afectadas por terremotos, maremotos, erupciones volcánicas, inundaciones, aluviones u otras catástrofes que ocurran en el territorio nacional, y



2) Establecer mecanismos de incentivo tributario a las personas y empresas que efectúen donaciones destinadas a la reconstrucción del país con ocasión de catástrofes naturales.



La Comisión de Hacienda discutió el proyecto solamente en general, y recibió en audiencia a los representantes del Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas, quienes presentaron diversas propuestas sobre el particular.



Sometida la iniciativa a votación en general, obtuvo dos pronunciamientos a favor (Senadores señora Matthei y señor García) y tres abstenciones (Senadores señores Escalona, Frei y Lagos). Repetida la votación, el resultado fue el mismo y, en aplicación del inciso segundo del artículo 178 de nuestro Reglamento, se consideraron las abstenciones como favorables a la posición que logró mayor número de votos, aprobándose la idea de legislar.



Por otro lado, cabe recordar que la Sala, en sesión de 4 de mayo, acordó consultar a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento sobre la constitucionalidad de los artículos 1º, inciso cuarto, 21 y 22 del proyecto. Para ello, este órgano técnico solicitó la opinión de profesores de Derecho Constitucional, quienes expusieron sobre la materia, tal como consta en la parte pertinente del informe.



Asimismo, la Comisión de Constitución consigna en su informe su proposición a la Comisión de Hacienda, la cual consiste en una serie de enmiendas que deberían efectuarse durante la discusión en particular del proyecto. Dicha proposición fue acordada por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señora Alvear y señores Espina y Walker (don Patricio).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión general el proyecto.



 Ofrezco la palabra.



Tiene la palabra el Honorable señor Rossi. 



Su Señoría no la ha pedido.



Ofrezco la palabra.

El señor PROKURICA.- ¡En votación, señor Presidente! “Si le parece”.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- El acuerdo de Comités es “se inicia la discusión”.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Y votar mañana o después.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.

VI. TIEMPO DE VOTACIONES

SUBSIDIOS A CONSUMO ELÉCTRICO EN COMUNAS AFECTADAS POR TERREMOTO Y MAREMOTO. PROYECTO DE ACUERDO
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señor Navarro, señora Rincón y señores Muñoz Aburto y Quintana con el propósito de solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República la adopción de una serie de medidas en materia de subsidios al consumo eléctrico que beneficien a las Regiones afectadas por el terremoto y maremoto ocurridos el 27 de febrero.

--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1239-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 14ª, en 4 de mayo de 2010.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- La Comisión de Economía conoció este proyecto de acuerdo, el cual no le mereció observaciones. 

La señora MATTHEI.- ¿Me permite, señor Presidente? 



Hay un problema con el proyecto anterior. Nadie pidió segunda discusión. Por lo tanto, corresponde votarlo.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Había un acuerdo de Comités sobre el particular, y de él se informó al principio.

La señora MATTHEI.- ¡No! ¡No había acuerdo de Comités en ese sentido, señor Presidente!

El señor ROSSI.- Sí lo había.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Despachemos este proyecto de acuerdo, señora Senadora, y en seguida le daré la palabra.



En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (12 votos afirmativos).


Votaron las señoras Allende, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Coloma, Escalona, Gómez, Horvath, Muñoz Aburto, Orpis, Quintana, Rossi y Zaldívar (don Andrés). 

)---------------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Va a plantear el punto el Senador señor Orpis. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Muy bien. 



Tiene la palabra Su Señoría.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, el acuerdo de los Comités era dar inicio a la discusión general del proyecto sobre donaciones. Terminado el debate, si ningún señor Senador pide segunda discusión, lo que corresponde es votarlo.

El señor PROKURICA.- Obvio.

El señor ORPIS.- Eso es lo que reglamentariamente corresponde. 



Su Señoría cerró el debate. Y nadie pidió segunda discusión. Por lo tanto, lo que procede es votarlo.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Señor Secretario, por favor, lea los acuerdos de Comités, pues eso permitirá resolver la situación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En lo pertinente, los Comités, en sesión de hoy, acordaron, como dije en su momento, por unanimidad, lo siguiente: “Agregar a la tabla de hoy el proyecto sobre el Fondo Nacional de Reconstrucción, iniciando en esta sesión su discusión en general”. Nada más.

El señor CHADWICK.- Abrir la discusión en general. Pero, cerrado el debate, ¿qué corresponde?

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Había acuerdo también en los Comités, señores Senadores, de que se votaría mañana; y si mañana se siguiera discutiendo, se votaría después.

La señora MATTHEI.- ¡No!

El señor ORPIS.- Pero, señor Presidente...

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

La señora ALLENDE.- El acuerdo fue así.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, a los efectos de hacer completamente transparente la situación -porque fue parte de la discusión de los Comités-, para votar el proyecto mañana alguien tenía que pedir segunda discusión antes de que se cerrara el debate. Así de simple. Y nadie lo hizo.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Senador Orpis, usted y yo estuvimos en la reunión de Comités. Y el acuerdo no fue en esos términos. Se acordó que se iba a iniciar la discusión y que no se votaría hoy día.



Ese fue el acuerdo de Comités. Estábamos todos presentes.



Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, yo puedo entender perfectamente la línea argumental del Senador Orpis. Pero, en honor a lo que se discutió en dicha reunión, eso no fue lo acordado. El acuerdo fue no votar la iniciativa hoy día. Y yo quisiera honrar ese acuerdo, que adoptamos hace un rato.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Ese fue el acuerdo de Comités, y espero que sea respetado.

La señora MATTHEI.- Entonces, que se ponga eso en el acuerdo, porque no fue lo que leyó el señor Secretario.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, yo participé en la reunión de los Comités, y le señalé, lealmente, que el acuerdo completo debía ser que la discusión se iniciaba hoy y la votación se hacía mañana. Porque ese fue el espíritu con que participamos en la reunión de Comités.



Sin embargo, el Senador Orpis en reiteradas oportunidades manifestó que el acuerdo que proponía él era que la discusión se iniciara hoy, y que si alguien pedía segunda discusión, se votaba mañana.



Al final, el acuerdo fue híbrido. 



Creo conveniente que honremos el espíritu con que se adoptó el acuerdo de los Comités, que es votar mañana.



Pero quiero señalar que el acuerdo fue incompleto y que lo que debimos haber aprobado en verdad era que se iniciaba la discusión hoy y se votaba mañana.



El acuerdo formal adoptado por los Comités no fue ese, sino lo que sugirió el Honorable señor Orpis: que se iniciara la discusión ahora y que, si esta se completaba hoy, alguien tenía que pedir segunda discusión, cuestión que no ocurrió en la Sala.



No obstante, para no crear mayores dificultades, señor Presidente, tengo que decir que el espíritu del acuerdo fue iniciar la discusión hoy y votar mañana.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, yo rescato las últimas palabras del Senador que me precedió en el uso de la palabra en el sentido de que ese es el espíritu.



Efectivamente, el Senador Orpis en reiteradas oportunidades dijo que tenía que pedirse la segunda discusión, pero se entendió -y se expresó también por los que estábamos en la reunión de Comités- que ello no era necesario, habiendo acuerdo para que se iniciara hoy día la discusión, y que quedaba postergada la votación para mañana. Lo dijimos expresamente todos nosotros.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, yo básicamente objeté el punto e hice alusión a la cuestión reglamentaria porque nadie pidió segunda discusión.



Ahora, respetando el espíritu del acuerdo de los Comités, no tengo inconveniente alguno en que la votación se haga mañana.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- De todas maneras, es necesario que la cuestión quede clara. Yo presidí la reunión de Comités; por lo tanto, quiero ser explícito.



Se estableció el criterio de que se iba a discutir hoy día. Eso significaba iniciar la discusión ahora y votar mañana.



Esa fue la propuesta que hizo el Senador Bianchi.



Por consiguiente, ese fue el acuerdo adoptado por los Comités. Y ese es el acuerdo que se va a respetar.



Daré por terminada la discusión sobre esta materia, pues...

El señor CANTERO.- ¿Me permite hacer una consulta?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, se entiende entonces que se ha cerrado el debate y que lo que queda pendiente para mañana es exclusivamente la votación.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Efectivamente, señor Senador, los Comités acordaron votar el proyecto mañana. Pero, si Su Señoría recuerda lo que leí, verá que el acuerdo dice: “iniciando en esta sesión su discusión en general”. Nada impide que se continúe con la discusión en general mañana, siempre que se vote mañana.

El señor LONGUEIRA.- Ya se cerró el debate.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, quiero reiterar lo que ha dicho el Secretario en el sentido de que nada impide que mañana continúe la discusión, lo que obviamente no significa que no se vote.



El acuerdo es que se vota mañana.



Pero la idea nuestra es debatir la iniciativa en el fondo absolutamente. Así que reitero lo señalado, para que mañana no quede duda, y pueda haber discusión sobre este proyecto.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, ¡esto es lo más novedoso que yo he escuchado, porque, en el fondo, usted abrió el debate, lo cerró y mañana se va a abrir de nuevo...!



El debate se cerró. No entiendo por qué mañana se va a abrir de nuevo si nadie quiso hacer uso de la palabra. 



¡Primera vez que veo esta situación! 



¡Mañana no hay debate y se vota!

El señor PROKURICA.- Obvio.

El señor CANTERO.- Eso es, pues.

El señor LONGUEIRA.- Es que el Secretario dijo que mañana se va a abrir el debate de nuevo. 



¡Pero si el debate está cerrado!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señor Senador, así fue el acuerdo unánime de los Comités:...

El señor LONGUEIRA.- ¡Cómo! ¡No!

El señor HOFFMANN (Secretario General).-...que hoy día iniciábamos la discusión.

El señor LONGUEIRA.- ¡Si se acabó el debate hoy día!

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Si se inicia hoy día, no significa que se termine hoy día.

El señor LONGUEIRA.- ¡Cómo que no! ¡Ofrezca la palabra entonces!

El señor CANTERO.- ¡El debate se cerró!

El señor LONGUEIRA.- ¡Primera vez que veo esto!

El señor CHADWICK.- El Presidente cerró el debate.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El acuerdo en todo caso fue...

El señor LONGUEIRA.- ¿Está cerrado o no el debate, señor Presidente? Si no está cerrado, ofrezca la palabra. Porque es absurdo lo que se está planteando.

El señor ORPIS.- El debate está cerrado.

El señor LONGUEIRA.- Si está cerrado, mañana procede la votación, que es el acuerdo. Si no, ofrezca la palabra, porque...

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi. 

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, yo entiendo que usted abrió el debate y luego lo cerró. Y el acuerdo fue abrir el debate hoy día y votar mañana.



Por lo tanto, lo que resta es que mañana el Senador que quiera fundamentar su voto lo haga. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Eso es lo que hemos dicho durante toda la...

El señor LONGUEIRA.- ¿Cómo...?

El señor PROKURICA.- ¡Recién ahora lo dice!

El señor CHADWICK.- Con la explicación del Senador señor Bianchi queda todo claro.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Perdón, Sus Señorías. Los señores Senadores podrán usar los minutos reglamentarios para fundamentar su posición en cada votación. 

El señor CANTERO.- ¡Eso es!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Cerrada la discusión sobre la materia. 

SOLICITUD DE CÁLCULO DE SUBVENCIÓN EDUCACIONAL SEGÚN MATRÍCULA PARA ESTABLECIMIENTOS RURALES O DE REGIONES EXTREMAS. PROYECTO DE ACUERDO

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señor Bianchi, señora Pérez (doña Lily) y señores Chahuán, Horvath, Kuschel, Orpis y Prokurica, con el que solicitan que el cálculo de la subvención educacional se efectúe según la matrícula, tratándose de establecimientos rurales o ubicados en Regiones extremas. 

--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1237) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 12ª, en 21 de abril de 2010.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El propósito del proyecto de acuerdo es solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que envíe a tramitación legislativa un proyecto que modifique los sistemas de cálculo de la subvención educacional teniendo como factor de cálculo la matrícula y no la asistencia media promedio para el caso de los establecimientos educacionales municipales ubicados en comunas rurales o Regiones extremas.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (18 votos favorables).


Votaron las señoras Allende y Pérez (doña Lily) y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Prokurica, Quintana y Rossi.

El señor NAVARRO.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, conversamos con los autores del proyecto de acuerdo; analizamos este en la Comisión de Educación, y todos compartimos la petición de que el cálculo de la subvención educacional no sea a base de la asistencia sino de la matrícula.



Para acelerar la decisión del Ejecutivo en tal sentido, la idea era solicitar que en las zonas afectadas por la catástrofe esa medida se implementara de inmediato, dado que allí la inasistencia está afectando drásticamente los ingresos de los establecimientos educacionales, aun cuando el problema se ha paliado de forma diversa.



Además, estimamos que en el proceso de reforma educacional deberá haber un debate mucho más profundo a los fines de cambiar permanentemente la base de cálculo de la subvención, desde la asistencia a la matrícula, en los sectores rurales aislados y, también, en las zonas que han sufrido los efectos de la catástrofe.



Esa es la observación que quería hacer, la cual es compartida asimismo por los miembros de la Comisión de Educación. 



Espero que el Ejecutivo acoja la petición que se le formula, porque el cálculo basado en la asistencia ha sido ampliamente cuestionado (no es eficiente, genera discriminación, segrega), y dé la posibilidad de discutir el punto de manera más concreta en los proyectos relativos a la reforma educacional. 



Gracias, señor Presidente. 

PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)--------------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor HORVATH:



A los señores Ministro de Hacienda y Presidente del BancoEstado, solicitándoles IMPLEMENTACIÓN EN LOCALIDADES AISLADAS DE AGENCIA U OFICINA DE BANCO DEL ESTADO QUE POSIBILITE DEPÓSITO Y COBRO DE CHEQUES.



Del señor WALKER (don Patricio):



Al señor Ministro del Interior, pidiéndole información sobre EFECTOS DE DISMINUCIÓN PRESUPUESTARIA POSTERREMOTO EN RECURSOS DE SERVICIOS PÚBLICOS DE REGIÓN DE AYSÉN.
)--------------(
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 16:57. 









Manuel Ocaña Vergara, 
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PROYECTO DE LEY, EN TERCER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, SOBRE SISTEMA NACIONAL DE ASEGURAMIENTO DE CALIDAD DE EDUCACIÓN PARVULARIA, BÁSICA Y MEDIA Y SU FISCALIZACIÓN 

(5083-04)


La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, ha dado su aprobación al proyecto de ley de ese H. Senado sobre el sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación parvularia, básica y media y su fiscalización,  boletín N° 5083-04, con las siguientes enmiendas:
Artículo 2°
Letra a)


Ha eliminado la expresión “, de los docentes y directivos”. 

letra e)

Ha agregado, luego de la palabra “recursos” la expresión “,de conformidad a lo establecido en el Título III de esta ley,”.
Artículo 3°

Ha consultado el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Los estándares de aprendizaje servirán de base para realizar las evaluaciones que dan origen a la clasificación de establecimientos educacionales y consecuencialmente a los demás efectos que determina la ley.”.

Artículo 4°

Lo ha reemplazado por el siguiente:



“Artículo 4º.- Los estándares indicativos de desempeño para los establecimientos y sus sostenedores considerarán:
      



1. Gestión curricular;


2. Indicadores de calidad de los procesos relevantes de los establecimientos educacionales;


3. Estándares de gestión de los recursos humanos y pedagógicos;


4. Indicadores de desempeño de los equipos directivos y docentes;


5. Liderazgo técnico pedagógico del equipo directivo; 


6. Convivencia escolar, en lo referido a reglamentos internos, instancias de participación y trabajo colectivo, ejercicio de deberes y derechos, respeto a la diversidad y mecanismos de resolución de conflictos y ejercicio del liderazgo democrático por los miembros de la comunidad educativa; 


7. Formación, en concordancia con el proyecto educativo institucional de cada establecimiento y el marco curricular, y


8. Resultados del proceso educativo.


Los estándares señalados precedentemente, cuyo incumplimiento no dará origen a sanciones, constituirán orientaciones para el trabajo de evaluación contemplado en esta ley.”.

Artículo 4° bis.

Lo ha sustituido por el siguiente:


“Artículo 4º bis.- Corresponderá al Presidente de la República, por decreto supremo dictado por intermedio del Ministerio de Educación, previo informe favorable del Consejo Nacional de Educación, establecer los estándares de aprendizaje e indicativos de desempeño a que se refiere el artículo 2º, letra a), de esta ley. 


Los estándares de aprendizaje durarán seis años. Con todo, si durante este período se modifican los objetivos generales establecidos en la ley o en las bases curriculares, estos estándares de aprendizaje deberán adecuarse a dichas modificaciones, aún cuando no hubieren transcurrido los seis años. 


Los nuevos estándares que se fijen tendrán igualmente una duración de seis años, sin perjuicio de lo previsto en el inciso anterior.”.

Artículo 5°

Lo ha rechazado

Artículo 6°

Lo ha rechazado

Artículo 7°
Lo ha rechazado
Artículo 8°
Inciso tercero


Lo ha reemplazado por el siguiente:


“La evaluación de desempeño considerará, entre otros, los resultados educativos, el grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje de los alumnos, que permitan una evaluación integral referida a los objetivos generales establecidos en la ley, los estándares indicativos de calidad del desempeño de los establecimientos educacionales y las condiciones de contexto del establecimiento educacional.”.


Ha agregado los siguientes incisos cuarto y quinto, nuevos:


“Los establecimientos educacionales deberán aplicar procedimientos de autoevaluación institucional, cuyos resultados, junto al proyecto educativo institucional, serán antecedentes de la evaluación del desempeño que realice la Agencia.

Adicionalmente, la Agencia considerará las características de los establecimientos educacionales uni, bi o tri docentes, así como de aquéllos multigrado, con el fin de adecuar los procesos de evaluación que se apliquen y desarrollen en estos establecimientos.”.

Artículo 12

Ha agregado, luego de la expresión “los requisitos”, la voz “objetivos”.

Ha consultado, a continuación de la expresión “selección de las mismas”, la frase “cuidando que éste sea transparente y objetivo”.

Ha agregado, a continuación del punto final, que pasa a ser seguido, la frase “La Agencia deberá abrir al menos una vez cada año el registro para el ingreso de personas o entidades acreditadas.”. 

Artículo 13


Lo ha reemplazado por el siguiente:


“Artículo 13.- La Agencia clasificará, mediante resolución fundada, a todos los establecimientos educacionales reconocidos por el Estado, de acuerdo a los resultados de aprendizaje de los alumnos, en función del grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje, referidos a los objetivos generales señalados en la ley y sus respectivas bases curriculares, propuestos por el Ministerio de Educación y aprobados por el Consejo Nacional de Educación.


Para llevar a cabo esta clasificación, la Agencia deberá considerar los resultados de aprendizaje de todas las áreas evaluadas censalmente en las mediciones nacionales, la distribución de los resultados de los alumnos en relación a los estándares de aprendizaje y las características de los alumnos del establecimiento educacional y, cuando sea posible, indicadores de progreso y,o de valor agregado. Con todo, gradualmente, la clasificación de los establecimientos propenderá a ser realizada de manera independiente de las características de los alumnos y alumnas, en la medida que el sistema corrija las diferencias en su desempeño atribuibles a dichas características.


La Agencia determinará la metodología de clasificación, la que será oficializada por decreto supremo del Ministerio de Educación, suscrito además por el Ministro de Hacienda. Esta metodología podrá considerar resguardos que aseguren que los cambios de categoría no ocurran por un cambio en la composición del alumnado y se actualizará en un plazo no inferior a cuatro y que no exceda de ocho años.


Para efectos de la clasificación, existirán las siguientes categorías de establecimientos, según los resultados de aprendizaje de los alumnos, en función del grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje:


a) Establecimientos Educacionales de Buen Desempeño.

b) Establecimientos Educacionales de Desempeño Satisfactorio.

c) Establecimientos Educacionales de Desempeño Regular.

d) Establecimientos Educacionales de Desempeño Deficiente.”.
Articulo 15

Lo ha rechazado


Artículo 16

Lo ha reemplazado por el siguiente:


“Artículo 16.- La Agencia deberá dar a conocer y dar amplia difusión a los resultados de las mediciones de cumplimiento de estándares de los establecimientos educacionales y de la clasificación de éstos al Ministerio de Educación y a los padres y apoderados.

Asimismo, procurará que los establecimientos educacionales informen a los padres y apoderados y al Consejo Escolar la categoría en la que han sido clasificados.

En el caso de los padres y apoderados, recibirán información relevante, de fácil comprensión, comparable a través del tiempo para el establecimiento. Además, se deberá incluir información sobre los establecimientos de mejor clasificación de la misma comuna y de comunas cercanas.


Sin perjuicio de lo anterior, la clasificación de todos los establecimientos del país deberá estar disponible en las páginas web del Ministerio de Educación y de la Agencia, actualizada y desglosada por Región y comuna.”.
Artículo 18
Inciso primero

Ha reemplazado,  la expresión “Mal Desempeño” por “Desempeño Deficiente”.

Artículo 19

Inciso primero


Ha agregado a continuación de la palabra “Desempeño”, lo siguiente “o de Desempeño Satisfactorio”.

Artículo 22

Inciso primero

Ha sustituido las frases “, incluyendo acciones que permitan hacerse cargo de las debilidades identificadas en el informe elaborado por la Agencia. Dicho plan deberá, además, explicitar” por el vocablo “explicitando”;


Ha reemplazado la forma verbal “aspira” por “aspiran”; 


Ha agregado un punto seguido (.) a continuación del vocablo “estudiantes”.

Ha sustituido la conjunción “y” que precede a la palabra “contener” por la expresión “Además, dicho plan deberá”.

Artículo 23

Ha agregado, a continuación del punto aparte, que pasa a ser coma, la siguiente oración: “sin que ésta signifique una alteración de las condiciones en que el Ministerio de Educación se relacione con los sostenedores en el ejercicio de sus demás funciones.”.


Epígrafe párrafo 5° del Título II.


Ha sustituido la expresión “Mal Desempeño” por “Desempeño Deficiente”.


Artículo 25

Lo ha reemplazado por el siguiente:


“Artículo 25.- La Agencia informará a los padres y apoderados y al Consejo Escolar cada vez que el establecimiento al que envían a sus hijos o pupilos sea clasificado en la categoría de Desempeño Deficiente.”.


Artículo 26


Lo ha sustituido por el siguiente:


“Artículo 26.- Los establecimientos educacionales de mal desempeño deberán recibir apoyo técnico pedagógico. Para ello podrán recurrir al Ministerio de Educación, que prestará este servicio o a un grupo de expertos reconocidos del Registro a que se refieren los artículos 23 y 24. Este apoyo deberá brindarse, a lo menos, hasta que dicho establecimiento abandone dicha categoría. En todo caso, sólo podrá brindarse por un plazo máximo de 4 años.”. 

Artículo 27

Inciso segundo

Ha reemplazado, en el inciso segundo, la expresión “Mal Desempeño” por “Desempeño Deficiente”.

Artículo 28

Lo ha rechazado.
Artículo 29

Ha sustituido la expresión “Mal Desempeño” por “Desempeño Deficiente”.

Artículo 30

Lo ha rechazado.

Artículo 31

Lo ha rechazado.

Artículo 32

Lo ha rechazado.

Artículo 33

Lo ha rechazado.

Artículo 34

Lo ha sustituido  por el siguiente:


“Artículo 34.- Es incompatible con el cargo de Consejero:

a) Ser sostenedor, representante legal, gerente, administrador o miembro de un directorio de la entidad sostenedora de algún establecimiento educacional que imparta enseñanza en los niveles parvulario, básico y medio o de alguna asociación de sostenedores.


b) Ser Senador o Diputado; Ministro de Estado, Subsecretario, Intendente o Gobernador; Secretario Regional Ministerial de Educación o Jefe de Departamento Provincial de Educación; Alcalde o Concejal; Consejero Regional; miembro del Escalafón Primario del Poder Judicial; Secretario o Relator del Tribunal Constitucional; Fiscal del Ministerio Público; miembro del Tribunal Calificador de Elecciones o su secretario-relator; miembro de los Tribunales Electorales Regionales, suplente o secretario-relator, y miembro de los demás tribunales creados por ley.


c) Estar inscrito en el registro de personas naturales acreditadas como evaluadores.

d) Formar parte del registro de administradores provisionales a cargo de la Superintendencia.”.
Artículo 35
Inciso primero

Ha sustituido, en el inciso primero, el vocablo “le” por “les”.

Artículo 36

Lo ha rechazado

Artículo 39

Lo ha rechazado.

Artículo 40

Lo ha rechazado.

Artículo 41

Lo ha rechazado.

Artículo 43

Lo ha rechazado.

Artículo 45

Lo ha rechazado.

Artículo 46

Lo ha rechazado.

Artículo 47

Lo ha rechazado.


Ha intercalado a continuación del artículo 47, el siguiente artículo 47 bis, nuevo:

“Artículo 47 bis.- Las facultades señaladas en el artículo anterior, no obstarán a aquellas facultades generales de fiscalización que le correspondan a la Contraloría General de la República, en el ámbito de su competencia.”.

Artículo 49

Inciso primero


Ha agregado a continuación de la palabra “funciones”, la expresión “y que consten en el acta de fiscalización”.


Ha consultado el siguiente inciso final: 

”En el ejercicio de la labor fiscalizadora los funcionarios de la Superintendencia deberán siempre informar al sujeto fiscalizado de la materia específica objeto de la fiscalización y de la normativa pertinente, dejar copia íntegra de las actas levantadas, realizando las diligencias estrictamente indispensables y proporcionales al objeto de fiscalización. Los sujetos fiscalizados podrán denunciar conductas abusivas de funcionarios ante el Superintendente.”.


Ha intercalado a continuación del artículo 49, el siguiente artículo 49 bis, nuevo:


“Artículo 49 bis.- Con el objeto de facilitar la fiscalización de las disposiciones de esta ley los sostenedores deberán enviar, dentro de los cinco días de comenzado el año escolar, un listado de los alumnos matriculados por curso, que considere su cédula nacional de identidad, nombres y apellidos. Del mismo modo deberán informar en el mismo plazo cuando, en el curso del año escolar, se cancele la matrícula a un estudiante, éste se retire del establecimiento o suspenda injustificadamente su asistencia regular por más de quince días.


Un reglamento normará la forma y modalidades en que deban cumplirse las obligaciones dispuestas en el inciso precedente, incluyendo la publicación de la información a la comunidad escolar sobre la asistencia en la forma que determine el reglamento.”.

Artículo 50

Inciso primero


Ha reemplazado la última frase, por la siguiente: 


“La rendición de cuentas sólo tendrá por objeto verificar que los recursos se usaron de conformidad a la ley, y en ningún caso la Superintendencia podrá efectuar un control de mérito del uso de dichos recursos.”.


Inciso segundo


Lo ha reemplazado por el siguiente:


“Además, previa resolución que señale la existencia de sospechas fundadas respecto a la veracidad y exactitud de la información que le hayan proporcionado, la Superintendencia podrá realizar auditorías o requerir, a petición del sostenedor del establecimiento educacional, que instituciones externas las efectúen, en cuyo caso su financiamiento corresponderá al sostenedor. Si estas auditorías fueran realizadas por instituciones externas, la elección de la institución será realizada por la Superintendencia a partir de una propuesta del sostenedor de cinco alternativas de instituciones que deberán estar inscritas en un registro que para tales efectos lleve la Superintendencia.”.

Artículo 65

Inciso primero

Ha eliminado la expresión “, h)”.

Ha reemplazado el pronombre personal  “le” por  “les”.

Ha agregado, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, lo siguiente: 


“En todo caso, la medida precautoria de retención total en el pago de la subvención, solo podrá ser decretada si durante el mismo año escolar y por los mismos hechos, se hubiere dispuesto previamente la medida de retención parcial respecto del mismo establecimiento educacional.”.
Artículo 69, inciso primero, letra f)

La ha rechazado.

Artículo 72

Letra f)

Ha intercalado  entre la palabra “obstaculizar” y la frase “la fiscalización”, el término “deliberadamente”.

Letra i)

Ha agregado, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser coma (,), la frase “en los establecimientos educacionales subvencionados o que reciben aportes del Estado.”.
Artículo 80

Lo ha rechazado.

Artículo 81

Lo ha rechazado.

Artículo 82

Lo ha rechazado.

Artículo 86

Inciso primero
Letra a)

Ha sustituido, la expresión “Desempeño Insatisfactorio” por “Mal Desempeño”;
Letra b)

Ha intercalado, entre la palabra “sostenedor” y la expresión “se ausente” la frase “los socios, el representante legal, o el administrador de la entidad sostenedora,”, y ha reemplazado la expresión “ausente” por “ausenten”

Ha agregado el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual segundo a ser tercero:


“Tratándose de las causales señaladas en las letras b), c) y e) precedentes, una vez que la Superintendencia haya nombrado al administrador provisional, notificará por carta certificada al sostenedor para que éste, dentro del plazo de cinco días hábiles contado desde dicha notificación, pueda reclamar administrativamente ante el Superintendente de esa designación.”.


Ha consultado a continuación del artículo 86, el siguiente 86 bis:


“Artículo 86 bis.- El nombramiento de un administrador provisional para el caso de las causales contempladas en las letras b), c), d) y e) del artículo 86, deberá ser determinado conforme a un procedimiento previo establecido en el reglamento.”.

Artículo 89

Inciso segundo

Letra f)


Ha agregado a continuación de la palabra  “establecimiento”, la expresión “en la forma que establezca el reglamento”.

Artículo 90

inciso primero

Lo ha rechazado.

Artículo 93

Lo ha rechazado.

Artículo 94

Lo ha rechazado.

Artículo 97

Lo ha rechazado.

Artículo 98

Lo ha rechazado.

Artículo 99

Lo ha rechazado.

Artículo 100

Lo ha rechazado.

Artículo 104

Lo ha rechazado.

Artículo 106


Lo ha sustituido por el siguiente:

“Artículo 106.- La Superintendencia estará sometida a la fiscalización de la Contraloría General de la República.”. 
Artículo 111

Inciso primero


Ha intercalado, después de la expresión “mecanismos”, la expresión “procedimientos y en general toda acción”, precedida de una coma (,).

Artículo 112

Lo ha rechazado

Artículo 113


Ha consultado el siguiente número 1, pasando el actual 1 a ser 2; el actual 2 a ser 3, y así sucesivamente:

“1. Agrégase en el inciso cuarto del artículo 2°, a continuación del punto aparte que pasa a ser seguido, la oración “Con todo, el requisito señalado en la letra a) del inciso anterior no se aplicará a los socios.”.”.
DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero

Ha intercalado, entre las palabras “Direcciones” y “Regionales”, la expresión “y Oficinas”,  y ha consultado, entre la expresión “Superintendencia de Educación” y la palabra “definiendo”, la frase “y de la Agencia de Calidad de la Educación”, seguida de una coma (,).

Artículo segundo

Lo ha reemplazado por el siguiente:

“Artículo segundo.- El Ministerio de Educación tendrá un plazo de tres años, desde la entrada en vigencia de esta ley, para presentar los estándares de aprendizaje e indicativos de desempeño al Consejo Nacional de Educación. Con todo, este plazo será de un año para presentar los estándares de aprendizaje de, a lo menos, uno de los cursos evaluados por el sistema nacional de medición.”.

Artículo cuarto

Lo ha rechazado

Artículo quinto

Lo ha rechazado

Artículo octavo


Ha consultado el siguiente inciso segundo, nuevo:


“En el plazo máximo de 15 días después de conformados estos presupuestos el Ejecutivo informará al respecto a las Comisiones de Hacienda de la Cámara de Diputados y del Senado.”.

Artículo décimo

Inciso primero

Ha reemplazado, en la tabla la expresión “Mal Desempeño” por “Desempeño Deficiente”.
Artículo undécimo
Lo ha rechazado


Artículos transitorios nuevos

Ha consultado los siguientes artículos duodécimo y décimo tercero:


“Artículo duodécimo.- Los establecimientos que imparten educación parvularia, que reciben aportes del Estado y que no cuentan con el reconocimiento oficial del Estado, tendrán un plazo de cuatro años a contar de la entrada en vigencia de la presente ley para obtener tal reconocimiento. Transcurrido ese plazo, los establecimientos educacionales de educación parvularia que no cuenten con dicho reconocimiento, no podrán recibir recursos del Estado para la prestación del servicio educativo.


Artículo décimo tercero.- Mientras no esté en ejercicio el registro público de auditores externos señalado en el artículo 50 de esta ley, se entenderá que los auditores externos son aquellos que pertenecen al registro de auditores externos de la Superintendencia de Valores y Seguros.”.

***


Hago presente a V.E. que, no obstante el resultado a que dieron origen las votaciones recaídas en el proyecto de ley en cuestión, y que constan en el cuerpo principal del presente oficio, el rechazo de los artículos 5° y 45, que establecen, respectivamente, la creación de la Agencia de Calidad de la Educación y la creación de la Superintendencia de Educación, por aplicación de lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 30 de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, importa también el rechazo de los títulos II y III y de los artículos 111 y 113 permanentes, y primero, tercero, sexto, séptimo, octavo, noveno y décimo transitorios, por ser consecuencia directa de aquéllos.

Lo que tengo a honra comunicar a V.E., en respuesta a vuestro oficio N° 330/SEC/09, de 4 de mayo de 2009.

Acompaño la totalidad de los antecedentes.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Alejandra Sepúlveda Orbenes, Presidenta de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, , Secretario General Accidental de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA EL CÓDIGO DEL TRABAJO PARA OTORGAR PERMISO A PARIENTE QUE INDICA, EN CASO DE HOSPITALIZACIÓN O ATENCIÓN EN EL HOGAR, DE MENORES ENFERMOS

(4692-13)



Con motivo de la Moción, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en artículo 199 bis del Código del Trabajo:

1.- En el inciso primero:

a) Intercálanse, entre las palabras “de sus padres” y “con motivo”, la frase, entre comas (,),  “, en recinto hospitalario o en su domicilio,”. 
b) Reemplázase, a continuación del vocablo “muerte” y la coma que le sigue (,), la frase “la madre trabajadora tendrá” por la siguiente: ”como asimismo, en caso de hospitalización sin riesgo vital, tanto el padre como la madre que sean trabajadores dependientes tendrán”.

c) Reemplázase, el pronombre “ella”, la única vez que aparece, por el de “ellos”. 

d) Reemplázase en la oración que sigue al punto seguido la conjunción disyuntiva “o” por una coma (,) y agrégase, a continuación del sustantivo “enfermedad” y antes del término “deberán”, las palabras “u hospitalización”.

2.- Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente:

“A falta de ambos padres este derecho corresponderá a quien acredite su tuición o cuidado”.”.
********


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Alejandra Sepúlveda Orbenes, Presidenta de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, , Secretario General Accidental de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA ENMIENDAS AL ACUERDO CONSTITUTIVO DE ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DE TELECOMUNICACIONES POR SATÉLITE

(6799-10)


Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:


“ARTÍCULO ÚNICO: Apruébanse las “Enmiendas al Acuerdo Constitutivo de la Organización Internacional de Telecomunicaciones por Satélite”, aprobadas en la Vigésimo Quinta Reunión de la Asamblea de las Partes de dicho Organismo Internacional, celebrada entre el 13 y 17 de noviembre de 2000, en Washington D.C., Estados Unidos de América.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Alejandra Sepúlveda Orbenes, Presidenta de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, , Secretario General Accidental de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA PROTOCOLO CONTRA FABRICACIÓN Y TRÁFICO DE ARMAS DE FUEGO, SUS PIEZAS Y COMPONENTES Y MUNICIONES, QUE COMPLEMENTA LA CONVENCIÓN DE NACIONES UNIDAS CONTRA LA DELINCUENCIA ORGANIZADA TRANSNACIONAL

(6813-10)


Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:


“Artículo único.- Apruébase el “Protocolo contra la Fabricación y el Tráfico de Armas de Fuego, sus Piezas y Componentes y Municiones, que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional”, adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas, en Nueva York, Estados Unidos de América, el 31 de mayo de 2001.”.


Dios guarde a V.E.

 (Fdo.): Alejandra Sepúlveda Orbenes, Presidenta de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, , Secretario General Accidental de la Cámara de Diputados
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN LA CONSULTA DE LA SALA ACERCA DE CONSTITUCIONALIDAD DE CIERTAS DISPOSICIONES DEL PROYECTO DE LEY QUE CREA FONDO NACIONAL DE RECONSTRUCCIÓN Y ESTABLECE MECANISMO DE INCENTIVO A DONACIONES EN CASO DE CATÁSTROFE

(6884-05)

HONORABLE SENADO:





La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de absolver la consulta de la Sala relativa a la constitucionalidad de algunos preceptos del proyecto de ley señalado en el epígrafe.





A las sesiones en que se consideró esta materia asistieron el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet y sus asesores señores Ignacio Covarrubias y Andrés Sotomayor.




Concurrieron, además, especialmente invitados, los profesores de Derecho Constitucional, señores Gonzalo García y Patricio Zapata.




Asimismo, se recibió un informe escrito del profesor de Derecho Constitucional, señor Miguel Ángel Fernández.
I. ANTECEDENTES





En sesión del día 4 de mayo de 2010 se dio cuenta del mencionado proyecto y se dispuso que él fuera estudiado por la Comisión de Hacienda.





Sin perjuicio de lo anterior, a solicitud de las Honorables Senadoras señoras Alvear y Rincón, la Sala de la Corporación acordó, también, consultar a esta Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. La consulta se refiere a las dudas de constitucionalidad que a las mencionadas señoras Senadoras les merecían los artículos 1°, inciso cuarto; 21 y 22 de la referida iniciativa.

1.1.- EL PROYECTO DE LEY




Antes de hacer un análisis pormenorizado de estas últimas normas y de las dudas de constitucionalidad que ellas suscitaron, la Comisión examinó tanto la estructura como los principales acápites en que se divide el proyecto.





Éste se compone de 22 artículos permanentes, agrupados en cinco Títulos, y una disposición transitoria.




El Título I, denominado “De la Institucionalidad para la Reconstrucción” contiene dos artículos.




El artículo 1º autoriza la creación de una nueva asignación presupuestaria en la Partida 50, Tesoro Público que se llamará Fondo Nacional de la Reconstrucción. El Fondo estará destinado a financiar obras y equipamiento en las zonas del país que resultaren afectadas por desastres naturales que pudieran ocurrir en el territorio nacional, y se compondrá de los aportes que el precepto menciona.




El inciso cuarto faculta al Presidente de la República para establecer el plazo durante el cual el Fondo recibirá aportes.




Finalmente, su inciso quinto dispone que los gastos en que incurra el Fisco con cargo a los recursos del Fondo incrementarán las correspondientes sumas globales fijadas anualmente por la Ley de Presupuestos.




El artículo 2° reglamenta la administración del Fondo.




El Título II, referido a “los beneficios tributarios por las donaciones destinadas al Fondo Nacional de Reconstrucción”, contiene los artículos 3º a 7°.




Estas disposiciones indican cuáles serán las donaciones susceptibles de acogerse a los beneficios de esta ley y describen los beneficios para donaciones efectuadas por contribuyentes del Impuesto de Primera Categoría; del Impuesto Global Complementario; del Impuesto Adicional y del Impuesto de Herencias.




El Capítulo III, bajo el epígrafe “De las donaciones efectuadas al Fondo Nacional de la Reconstrucción para financiar obras específicas”, agrupa normas que permiten aplicar lo dispuesto en esta ley a las donaciones destinadas a obras específicas, previamente identificadas, y regula los incentivos y beneficios tributarios particulares, propios de las donaciones de obras específicas.




El Capítulo IV, relativo a las “Disposiciones generales”, permite que el financiamiento de proyectos con donaciones de que trata esta ley sea compatible con recursos fiscales o municipales, autoriza efectuar reconocimientos públicos y erigir monumentos o placas conmemorativas mediante los cuales se otorgarán reconocimientos morales a los donantes.




Además, establece diversas normas sobre el procedimiento que los donantes deberán seguir para efectuar sus erogaciones; los límites de las mismas, así como las sanciones a los casos de mal uso de aquéllas.




Dispone que esta ley entrará en vigencia a partir de su publicación en el Diario Oficial.




El artículo 21 permite al jefe de Estado prorrogar el plazo de funcionamiento de este Fondo.





Por su parte, el texto del artículo 22 impone al Ministerio de Hacienda el deber de informar periódicamente al Congreso Nacional sobre el funcionamiento del Fondo.





Finalmente, esta iniciativa contempla una disposición transitoria que faculta al Presidente de la República para prorrogar la vigencia del Fondo que recibirá aportes para paliar la catástrofe vivida por el país el 27 de febrero último.
1.2.- CUESTIONES SOMETIDAS AL ESTUDIO DE LA COMISIÓN




Como se ha indicado al referirnos al acuerdo adoptado en la Sala al momento de formularse el encargo a esta Comisión, la consulta consiste en examinar la constitucionalidad de las siguientes normas:




El inciso cuarto del artículo 1°, según el cual el Presidente de la República, mediante decreto supremo fundado, deberá establecer el plazo durante el cual el Fondo recibirá aportes que puedan acogerse a lo previsto en la ley, el que no puede exceder de un año;




El artículo 21, que dispone que “En caso de ser necesario o de mantenerse las circunstancias que motivaron la dictación del decreto supremo señalado en el artículo 1°, el Presidente de la República podrá, mediante un decreto supremo fundado, prorrogar hasta por un año el plazo previsto en dicho artículo”; y




El artículo 22, que impone al Ministerio de Hacienda, al término del plazo dispuesto por el decreto supremo dictado en conformidad al inciso cuarto del artículo 1°, o la prórroga en su caso, la obligación de informar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos del Congreso Nacional, acerca de los montos e individualización de las donaciones recibidas e informarle sobre la selección y ejecución de las obras financiadas en conformidad a la ley, sin perjuicio de las atribuciones y facultades de la Contraloría General de la República y que, adicionalmente, impone también a dicha Secretaría de Estado la obligación de emitir informes trimestrales sobre el estado de los Fondos que se establecen en la ley y los montos e individualización de las donaciones recibidas, debiendo remitir copia de ellos a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados y a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, dentro de los noventa días siguientes al término del respectivo trimestre.
1.3.- OPINIONES SOLICITADAS
Para el debido cumplimiento de su cometido, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento estimó necesario conocer el parecer de abogados y profesores de Derecho Constitucional.
Los profesores universitarios consultados fueron los señores Miguel Ángel Fernández, Gonzalo García y Patricio Zapata.





El profesor señor Zapata señaló que la cuestión planteada en la Sala del Senado se vincula con el principio de legalidad tributaria que, a su vez, se relaciona con el tema de cómo ha de entenderse el principio de reserva legal que ha establecido el constituyente.




Este asunto, agregó, ha sido discutido ampliamente en el Derecho Público Chileno, debate que ha dado lugar a diversas corrientes doctrinarias.




La primera -representada por autores como el Profesor Soto Kloss- ha defendido la idea de una reserva absoluta o estricta.




La segunda –integrada, entre otros, por los profesores Pedro Pierry y Carlos Carmona- ha sostenido que la reserva legal no sería absoluta sino que nuestro ordenamiento constitucional consagra la existencia de una reserva legal relativa, menos estricta, que admite un margen de colaboración del Presidente de la República mediante el ejercicio de la potestad reglamentaria.





Aclaró que, en este debate, él nunca ha sido partidario de la llamada “reserva absoluta”, tesis según la cual, tratándose de derechos, la ley está llamada a definir todos y cada uno los aspectos del asunto sometido a regulación legal. Manifestó que ha defendido, más bien, la teoría de la Reserva Legal Relativa que postula la conveniencia de propiciar cierto nivel de cooperación entre el Ejecutivo y el Legislativo. 




Agregó que, desde 1997, el Tribunal Constitucional ha adoptado la tesis según la cual la Constitución Política admite diversos grados de reserva o, dicho de otra forma, reconoce varios tipos de reserva legal.




Según el Tribunal, hay áreas donde el Jefe de Estado cuenta con mayores márgenes de discrecionalidad, y en otras, en cambio, ella es menor.




Seguidamente, puntualizó que lo tributario, según lo definido por el Tribunal, es un área donde la reserva legal es más estricta y alcanza un nivel más riguroso. Para sustentar esta posición, el Órgano de Control Constitucional ha acudido a argumentos de texto, advirtiendo que la Carta Fundamental ha sido especialmente detallista en la descripción de las materias que encarga al legislador (artículos 19, número 20°, y 65, número 1°).





Desde el punto de vista de la sistemática constitucional, connotó que lo tributario se vincula directamente con el derecho de propiedad y, en consecuencia, debe relacionarse este punto con la normativa constitucional que regula y protege el estatuto de la propiedad. También en este ámbito, acotó, el constituyente ha sido particularmente estricto.




Ahondando en su argumentación, recordó las opiniones de los profesores Enrique Evans y Enrique Navarro.





Según el profesor Evans la reserva legal en materia tributaria consiste en que solamente el legislador, con exclusión de otras autoridades y fuentes del Derecho, puede establecer y modificar tributos, entendiendo que lo anterior abarca la totalidad de la relación tributaria que existe entre el Estado acreedor y el contribuyente deudor.





Para el profesor Navarro, quien, además, es Ministro del Tribunal Constitucional, el principio de legalidad tributaria supone reconocer que los impuestos son una institución de Derecho Público y requieren de una ley expresa que los regule, estándole vedado al Presidente pretender establecerlos mediante el ejercicio de la potestad reglamentaria (artículo 32) e, incluso, a través de decretos con fuerza de ley (artículo 64, inciso segundo).





En concordancia con lo anterior, el Tribunal Constitucional ha señalado que el principio de reserva legal de los tributos “consiste en que la ley es la norma jurídica llamada a determinar los elementos esenciales que configuran la obligación tributaria, cuales son el hecho gravado, la base imponible, el sujeto obligado y la tasa o cuantía del tributo a aplicar”. El Tribunal ha reiterado que “los elementos esenciales de la obligación tributaria deben quedar suficientemente  definidos en la ley, no pudiendo efectuarse remisiones vagas y genéricas a la potestad reglamentaria de ejecución”. Ha señalado, asimismo, que la potestad reglamentaria sólo puede estar referida a “situaciones de detalle técnico” (Rol N° 718, considerado vigésimo quinto, de 26 de Noviembre de 2007).





A la luz de estos antecedentes, el profesor Zapata indicó que nuestra Constitución, no descarta que haya espacios en que el Primer Mandatario pueda colaborar en la configuración de los detalles técnicos de los tributos. Valoró, asimismo, que por razones de políticas públicas que se han esgrimido, las leyes de carácter tributario no sean rígidas.





Manifestó que debe tenerse en cuenta, además, que las leyes tributarias no pueden ser absolutamente rígidas, pues se vinculan con la aplicación de políticas públicas.





Recordó que, en concordancia con lo anterior, se han aprobado varias leyes que conceden al Jefe de Estado márgenes de discrecionalidad, pero, insistió, ninguna consideración debe hacer perder de vista que, en materia tributaria, el principio de reserva es estricto y corresponde al legislador definir los hechos esenciales.





Resaltó que el texto original del Mensaje de esta iniciativa contradecía estas ideas. La forma en que venían redactados los artículos 1º y 22 daba plenos poderes al Ejecutivo para administrar los beneficios tributarios que consagra esta iniciativa y, por lo tanto, se vulneraba el principio de legalidad tributaria contenido en los artículos 19, números 20 y 22, y 65, número 1°.




En efecto, añadió, la discusión en la Cámara de Origen permitió subsanar algunos de los serios problemas de constitucionalidad y de técnica legislativa que contenía el Mensaje. Planteó que hoy, en consecuencia, la duda consiste en determinar si las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados alcanzan o no a salvar la constitucionalidad del proyecto. Opinó que, no obstante lo corregido en el primer trámite, subsistiría un problema de constitucionalidad que amerita que el proyecto sea revisado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado.




Al examinar en particular las nuevas redacciones del artículo 1°, inciso cuarto, y del artículo 21, observó que éstos reducían el nivel de discrecionalidad contenido en el texto que originalmente presentó el Ejecutivo.





No obstante lo anterior, estimó que estas normas no satisfacen las exigencias que plantea el principio de legalidad tributaria. Las disposiciones que facultan al Presidente de la República para fijar el plazo de vigencia de los beneficios de la ley y para, después, prorrogar ese término, no satisface la obligación constitucional de que sea el Congreso Nacional el que determine el alcance de las exenciones tributarias.




Sobre esta materia, expresó que la Constitución Política no quiere fomentar una legislación populista, para lo cual ha establecido condiciones estrictas -que no den lugar a discriminación alguna- para conceder ciertos beneficios directos o indirectos a favor de algún sector.





Indicó que el constituyente ha querido que sea el legislador el que asuma la responsabilidad y no la delegue en sede administrativa. Este es el principio del liberalismo económico, acotó.




Si el legislador delega en otro -Presidente de la República- no estaría en condiciones de asumir la responsabilidad de someter la carga tributaria a unos y reducírsela a otros, con lo que ello puede implicar en términos de arbitrariedad tributaria.




Recordó que en Estados Unidos de Norteamérica se ha desarrollado la doctrina de la no delegación (non delegation doctrine). De acuerdo a ella, hay ciertas materias que el Congreso no debe delegar. Por razones de accountability él debe ser capaz de resolver pública y transparentemente. Según ella, no es aceptable entregar la responsabilidad o delegar esta función al Ejecutivo.




A juicio del profesor Zapata, estas consideraciones no deben ser olvidadas, a pesar de las buenas razones prácticas que pudieran motivar la presentación de la iniciativa de ley en análisis.




Por lo anterior, sugirió a la Comisión estudiar una fórmula que satisfaga las inquietudes del Ejecutivo sin vulnerar el principio de reserva legal tributaria. Puntualizó que si hoy el Gobierno no está en condiciones de conocer la situación que se enfrentará en un año más y desea, por lo tanto, contar con atribuciones para poder decidir más adelante el cese o la continuación del mecanismo, se podría autorizar al Ejecutivo para mantener vigente el Fondo por dos años y si, antes del vencimiento de este plazo, desea ponerle término, pueda hacerlo. Puso de relieve que, de acuerdo a este mecanismo, quien adopta la decisión político-legislativa es el Congreso Nacional y, él mismo autoriza al Gobierno para disminuir un plazo.




El profesor señor Zapata concluyó su exposición resaltando que en alguna época estuvo meridianamente claro que la potestad de imponer tributos era el corazón del poder parlamentario. Recordó  que la institución de las “leyes periódicas”, obligaba a que las distintas contribuciones se renovaran cada dieciocho meses. Ese tiempo de predominio del Congreso, dijo, ha pasado. La Constitución actual, siguiendo una tendencia que arranca de 1925, ha reforzado el poder presidencial en materia tributaria. Vistas las cosas en este contexto, no le parece razonable que sea el propio Congreso Nacional el que agrave su situación de menoscabo relativo, abdicando, además, de la prerrogativa de concurrir a establecer la vigencia temporal de los tributos.





Seguidamente, la Comisión escuchó la opinión del profesor señor Gonzalo García.





Al iniciar su intervención, agradeció la invitación formulada por la Comisión para dar a conocer su parecer acerca de las normas cuya constitucionalidad ha sido observada. Señaló que el tema en debate se relaciona con el principio de reserva legal en materia tributaria y su vinculación con la potestad reglamentaria que tiene el Presidente de la Republica.





Puntualizó que él era partidario de la doctrina de la reserva legal relativa, la cual ha sido aceptada por el Tribunal Constitucional, y está en concordancia con las diversas situaciones que prevé el orden constitucional. A su juicio, además, ha de tenerse en cuenta que la Constitución Política de la República consagra el principio de colaboración entre el Poder legislativo y el Gobierno.





Sin perjuicio de lo anterior, connotó que tal flexibilidad es muy reducida en el ámbito tributario, de conformidad con lo que establece el número 1° del artículo 65 de la Ley Fundamental.





Afirmó que ningún autor, dentro de la doctrina dominante, defiende hoy las reservas de legalidad absolutas. El debate está centrado en determinar cuáles son las reservas de legalidad reforzadas y cuántas son las reservas de legalidad relativas.





Agregó que sobre el asunto que ahora considera la Comisión hay diversos fallos del Tribunal Constitucional que se refieren a esta materia. Hizo presente que el Tribunal se había pronunciado en particular sobre este asunto al conocer de los requerimientos por inaplicabilidad que formularon los Estadios Croata, Palestino, Manquehue y Español, relativos a la manera en que se utilizaban ciertos beneficios tributarios relacionados con el pago de contribuciones o impuesto territorial.





La opinión de mayoría del Tribunal en los casos mencionados señala que los elementos esenciales para la determinación de una obligación tributaria son: los sujetos de ella, el hecho gravado, el objeto de la obligación, la base imponible, la tasa y, en general, otros elementos específicos dependiendo del tributo. Se puede delegar los elementos no esenciales de carácter técnico que por su propia naturaleza el legislador no puede determinar de manera precisa.





La pregunta que habría que formularse es la siguiente: ¿es un detalle técnico la prórroga del plazo a que se refiere el artículo 1°, inciso cuarto, y el artículo 21?





Agregó que incluso los votos de minoría que aceptan la máxima flexibilidad -como en el fallo recaído en el requerimiento presentado por el Estadio Croata- previenen que la reserva legal prohíbe establecer exenciones por reglamento. Agrega que para los ministros que han sustentado tales votos hay materias en las que nunca puede haber delegación, a saber: la determinación del impuesto que se exime, la cuantía del mismo y los beneficiarios de la exención.





Hizo presente que, a su juicio, por la indeterminación del plazo por parte del legislador hay un serio problema con la cuantía de las exenciones que se van a conceder.

- - - - -




La Comisión también recibió un informe del profesor Miguel Ángel Fernández, el cual se agrega como anexo a esta consulta.




Sin perjuicio de lo anterior, cabe consignar en este apartado una síntesis de su postura.





El profesor señor Fernández afirma que el asunto en debate estriba en dirimir si la autorización que se confiere al Presidente de la República para que, mediante decreto supremo fundado, dé origen a la aplicación de los beneficios derivados de los aportes y donaciones al Fondo de Reconstrucción y su prórroga o el plazo de un año, dispuesto directamente por la ley, en el caso de la catástrofe del 27 de febrero, es respetuoso del principio constitucional de reserva de ley, particularmente tratándose de disposiciones vinculadas a materias tributarias.




Al respecto y siguiendo de cerca la jurisprudencia que, en el rubro, ha pronunciado el Tribunal Constitucional, el asunto se sitúa de lleno en la potestad reglamentaria de ejecución.




Para que la potestad de ejecución, sin embargo, se encuadre dentro de la Constitución es menester que, primero, lo haga la ley, la cual debe  reunir los requisitos de “determinación” y “especificidad”. 




Desde este ángulo, entonces, conviene preguntarse si el proyecto de ley contiene suficientes elementos que permitan verificar que ha cumplido con las exigencias de determinación y especificidad, en nexo con el plazo de duración de los beneficios que concede y el procedimiento para definirlo.




A su juicio, es indudable que la ley establece, con claridad, luego de las indicaciones introducidas al proyecto original, los casos de catástrofe que admiten activar la normativa en estudio; que ella no tiene carácter indefinido, sino que puede durar hasta un año, desde que lo determine el Presidente de la República; que ese lapso puede ser prorrogado sólo en caso de ser necesario o de mantenerse las circunstancias que motivaron su activación; que tanto la activación aludida como su prórroga deben efectuarse por decreto supremo fundado, sujeto a los controles de constitucionalidad y legalidad contemplados en nuestro ordenamiento jurídico; que, en el caso de la catástrofe de 27 de febrero de 2010, el mismo legislador ha dispuesto activar los beneficios por un año desde la entrada en vigencia de la ley; y que ese término puede ser prorrogado conforme a la norma general prevista en el proyecto de ley.




De esta manera, la autorización que se confiere al Presidente de la República no se vincula con ninguno de los elementos configurativos de los beneficios tributarios que la ley concede, sino que se limita a activar la vigencia de la ley o disponer su prórroga, todo ello bajo condiciones y sujeto a límites definidos nítidamente o perfilados con claridad por el legislador.




En relación con las obligaciones de información que se imponen al Ministerio de Hacienda en el artículo 22 del proyecto, que es el segundo aspecto sobre el que se le consultó, el profesor Fernández, aseguró que nada hay en la Constitución que impida al legislador imponer esas obligaciones al Ministro de Hacienda y, más aún, varias disposiciones de la Carta Fundamental sustentan su aprobación.




Desde luego, así surge de lo dispuesto en el artículo 24, inciso segundo, de ella, puesto que, obviamente, la autoridad del Presidente de la República se extiende a todo cuanto tiene por objeto la conservación del orden público en el interior y la seguridad externa de la República, pero de acuerdo con la Constitución y las leyes.




A su turno, el artículo 32, número 20°, confiere al Jefe del Estado la atribución de cuidar de la recaudación de las rentas públicas y decretar su inversión, pero, una vez más, tiene que hacerlo, con arreglo a la ley.




Más precisamente, recordó que, de acuerdo al artículo 36, los Ministros son responsables de los actos que firmen y, conforme al artículo 37, deben concurrir personalmente a las sesiones especiales que la Cámara de Diputados o el Senado convoquen para informarse sobre asuntos que, perteneciendo al ámbito de atribuciones de las correspondientes Secretarías de Estado, acuerden tratar, con lo que, con mayor razón, el legislador puede imponerles el deber de informar.




En resumen, al concluir su informe, el profesor Fernández reiteró la constitucionalidad de las disposiciones consultadas, pues el procedimiento para la activación de los beneficios del Fondo, le parece, son respetuosos de la reserva de ley, como lo son también los deberes de información que impone el proyecto al Ministerio de Hacienda.
II. DISCUSIÓN




La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento revisó pormenorizadamente el texto del proyecto sometido a consulta, ponderó las opiniones emitidas por los especialistas invitados y conoció el informe recién señalado.





Seguidamente, se abocó al cumplimiento del encargo que le formulara la Sala.





En primer lugar, el Honorable Senador señor Walker, don Patricio, expresó que en este caso había que conciliar dos objetivos. El primero, el respeto al principio de legalidad tributaria y su correspondiente configuración constitucional y, en segundo lugar, apoyar una legislación que está destinada a beneficiar a quienes sufrieron los efectos del terremoto.





Expresó que ambos objetivos se pueden concordar adecuadamente. Puntualizó que determinar el plazo por el que se concederá un beneficio tributario no es un detalle técnico.





Manifestó que él deseaba legislar a favor de esta iniciativa pero que no debía vulnerarse para ello un mandato constitucional claro.





Señaló que si no se subsanaban las dudas de constitucionalidad formuladas, podría plantearse una controversia ante el Tribunal Constitucional, situación que terminaría perjudicando la implementación de esta iniciativa.





En consecuencia, sugirió que la ley y no un decreto supremo determine el plazo dentro del cual debe operar el Fondo. Si el Gobierno necesita un plazo mayor a un año debería enviar una nueva iniciativa que prorrogara su vigencia y no que ella sea otorgada mediante decreto supremo.





A continuación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora Alvear, formuló algunas consideraciones.




Por una parte, connotó que en el marco de la distribución de poderes que ha efectuado nuestra Carta Fundamental, el Congreso Nacional cuenta, en comparación con el Presidente de la República, con escasas atribuciones financieras y tributarias, dado el excesivo presidencialismo que ella consagra. En consecuencia, opinó que el Parlamento debe ser particularmente diligente en ejercer aquellas que aún conserva. 





En segundo lugar, compartió la opinión de que el Tribunal Constitucional ha sido meridianamente claro en definir el ámbito de la reserva legal en materia tributaria.




Como, además, es deber de los legisladores aprobar normas que, en lo posible, no sean observadas por el Tribunal Constitucional, planteó que, en el cumplimiento del encargo que ha formulado la Sala del Senado a esta Comisión, se haga un esfuerzo por enmendar lo que sea necesario y salvar los reparos de constitucionalidad que puedan levantarse.





Finalmente, consideró oportuno extender el análisis de la Comisión a la constitucionalidad del artículo transitorio, toda vez que este precepto se refiere específicamente a las atribuciones del Jefe de Estado para prorrogar el plazo para acogerse a beneficios tributarios respecto de la catástrofe ocurrida el 27 de febrero recién pasado.





El Honorable Senador señor Larraín preguntó si la supresión del artículo 21 que contempla la posibilidad de que el Jefe de Estado prorrogue el plazo y aumentar a dos años el término previsto en el artículo 1º, daría satisfacción al reparo que ha planteado el profesor señor Zapata.





El Honorable Senador señor Chadwick consultó si el plazo por el que se mantienen vigentes los beneficios tributarios constituye un elemento esencial del tributo mismo.





Por su parte, el Honorable Senador señor Espina puso de relieve que el texto en análisis permite, en la práctica, que el Presidente de la República mantenga vigente el Fondo por dos años, en una fórmula de un año inicial más la posibilidad de prorrogar por otro año. En este sentido, en principio, no divisa una diferencia conceptual con la proposición de fijar un plazo de dos años más la posibilidad de rebajar este último plazo. Estimó que en ambos casos el principio en juego es el mismo.





Desde otro punto de vista, hizo presente que la legislación vigente permite al Jefe de Estado, en materia de instrumentos anti dumping y derechos compensatorios, gravar importaciones y, todavía más, no le impone, para estos efectos, plazo alguno. En materia de salvaguardias, agregó, existe la misma atribución aunque con un cierto plazo, sin necesidad de solicitar autorización al Congreso Nacional.





Respondiendo a estas consultas, el profesor Zapata señaló que en derecho público no opera necesariamente el principio según el cual “el que puede lo más puede lo menos” por cuanto -como ocurre en la especie- la Constitución Política encarga a un órgano -el Congreso Nacional- la función de regular los tributos y, en consecuencia, él no puede delegar esa labor en un órgano distinto.





Reiteró que las redacciones aprobadas en primer trámite constitucional representan un avance significativo respecto de las proposiciones contenidas originalmente en el Mensaje.





Si el Parlamento, añadió, en vez de asumir en plenitud el ejercicio de sus funciones, delega una parte de ellas en otro órgano, se vulnera el principio de imputabilidad de la responsabilidad parlamentaria. Si se efectúa la delegación, insistió, será otro órgano -no el Congreso Nacional- el responsable de la misma.





Precisó que, si bien se puede reconducir la responsabilidad afirmando que hubo una autorización previa del Parlamento, lo concreto es que la decisión de que no ingresen ciertos recursos a las arcas fiscales, la Carta Fundamental la radicó en el Congreso Nacional y, además, le ha señalado a éste que no puede delegar su ejercicio en ningún otro órgano.





Por ello, reiteró, no le parece de carácter semántica la proposición de que la autorización sea directamente por dos años sino que, en verdad, es una fórmula que cumple la norma constitucional de que la autorización la otorga el Congreso Nacional. Porque lo relevante, agregó, es que no es indiferente quién toma la decisión.





Resaltó, por otro lado, que las salvaguardias no son tributos aplicados a los ciudadanos sino que son instrumentos de naturaleza diferente.





Lo importante, concluyó, es que el Congreso Nacional ejerza sus atribuciones y no las delegue, especialmente cuando están tan disminuidas frente al Ejecutivo.




El Honorable Senador señor Larraín señaló que, en el fondo, la cuestión sometida a la consideración de la Comisión se vincula  directamente con la extensión del principio de legalidad tributaria. En otras palabras, qué es aquello que no puede sino estar contenido en la ley y qué materias pueden dejarse al ámbito de la potestad reglamentaria de ejecución. La pregunta que hay que formularse es si la prórroga de un plazo de un tributo se puede interpretar como un detalle técnico o es parte constitutiva de los elementos esenciales de una obligación tributaria.





Agregó que si se alcanza un acuerdo amplio que permita avanzar en esta materia, él establecería un plazo de dos años dentro del cual se pueden hacer determinadas contribuciones al Fondo, otorgando al Presidente de la República la facultad de reducir dicho plazo. Es una solución práctica, agregó, que si bien no está contemplada en el proyecto, puede evitar problemas en la tramitación de esta iniciativa.





De conformidad con lo anterior, preguntó si al Ejecutivo le satisfacía una proposición como la que se ha esbozado.





La Honorable Senadora señora Alvear consultó, además, al Ministro señor Larroulet, si el Gobierno estaba dispuesto a considerar una solución como la propuesta u otra que no tenga reparos de constitucionalidad que puedan hacer surgir una controversia ante el Tribunal Constitucional.





El Ministro señor Larroulet, indicó que desde el punto de vista del manejo de las políticas públicas, el Jefe de Estado tiene facultades que deben ajustarse a la Carta Fundamental y sin desmedro de las que corresponden al Congreso Nacional. Al mismo tiempo, añadió, deben evitarse normas rígidas que entorpezcan la gestión de las políticas públicas.





Explicó que actualmente hay normas vigentes que señalan que el plazo de determinados tributos es indefinido. 




El Honorable Senador señor Espina planteó que el principio de legalidad tributaria debe ser resguardado.





Agregó que tal como está redactado el proyecto de ley no está definido con entera claridad el plazo por el que se está estableciendo la exención, pues se entrega al Ejecutivo la determinación de si la exención dura más de un año. Aceptar lo anterior, implicaría, a contrario sensu, que una mayoría podría autorizar al Presidente de la República para alzar los impuestos y para mantener dicho incremento por una decisión de carácter administrativo. De esta manera se podría prorrogar el alza de los impuestos. Señaló que lo anterior pugna con el criterio de que los impuestos deben ser fijados por el legislador.





Señaló que la propuesta que ahora considera la Comisión implica que es el Congreso Nacional el que establece el plazo máximo del beneficio tributario y que el Presidente de la República lo puede reducir si lo estima necesario.





El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, insistió en que su propósito era aprobar esta iniciativa perfeccionando la redacción de las normas que han generado las dudas de constitucionalidad señaladas precedentemente.





El Ministro señor Larroulet expresó que el espíritu del Gobierno está encaminado a acoger la sugerencia del plazo legal de los dos años con las precisiones que se han hecho respecto de la facultad que se le reconoce al Presidente de la República.





Puntualizó que, sin perjuicio de lo anterior, quería recordar que actualmente hay normas legales que autorizan al Ejecutivo para cambiar la tasa del IVA y ello no fue objetado en el Tribunal Constitucional. Asimismo, el Gobierno está facultado para imponer sobretasas arancelarias para que funcionen las denominadas “bandas de precio”.




Del mismo modo que en los casos citados, dijo, las circunstancias extraordinarias que surgen de una catástrofe de las dimensiones que nuestro país ha sufrido, justifican medidas especiales.





Apeló, además, al sentido de urgencia de estas normas: una, rebaja del IVA se puede preparar; enfrentar un dumping o un subsidio, en cambio, no se puede programar, como tampoco un terremoto, su intensidad ni sus consecuencias. Por ello, parece razonable que la legislación contemple este aspecto y traslade al Presidente de la República las responsabilidades consiguientes.





En todo caso, manifestó que el Gobierno está interesado en lograr una pronta aprobación de esta iniciativa, la que debe enmarcarse en la idea de que el Ejecutivo tiene un plazo máximo de dos años, el cual se puede reducir si el Jefe de Estado lo estima necesario.





El Honorable Senador señor Chadwick expresó que el principio de reserva legal en materia tributaria tiene un carácter estricto. Reconocer lo anterior, connotó, no significa que todas la situaciones reguladas por normas tributarias sean idénticas. Puntualizó que hay medidas arancelarias y tributarias que deben ser aplicadas sin dilación, una vez que son aprobadas, caso en el que se encuentran las salvaguardias, pues si no se aplican inmediatamente producen un daño muy significativo.





Explicó que la situación regulada por la iniciativa en estudio no era equiparable al de las salvaguardias ya que, después de un año de ocurrida una catástrofe de la naturaleza, no se justificaría que la prórroga de un beneficio tributario se pueda hacer mediante decreto supremo.





El Ministro señor Larroulet precisó que en esta iniciativa se está estableciendo una rebaja de tributos.





El Honorable Senador señor Chadwick indicó que la Constitución Política al establecer el principio de  reserva legal en materia tributaria no distingue si se trata de un alza o una rebaja de impuesto.





El Honorable Senador señor Larraín afirmó que ante las dudas de constitucionalidad planteadas y sin entrar a pronunciarse sobre el fondo del asunto, él era partidario de que, para dar mayor claridad constitucional a este proyecto, la Comisión sugiera una redacción que no haga perdurar tales cuestionamientos.





El Honorable Senador señor Espina indicó que era importante definir una nueva redacción para los preceptos cuestionados que salven las inquietudes planteadas.





En este mismo sentido, el Honorable Senador señor Larraín reiteró que no se podía afirmar de manera concluyente y definitiva que la norma aprobada por la Cámara de Diputados y respaldada por el Gobierno sea inconstitucional. Solamente, agregó, hay una duda planteada. En consecuencia, reiteró la idea de que la Comisión acuerde sugerir una redacción que perfeccione, desde la perspectiva constitucional, las normas sometidas a análisis en esta Comisión.





Finalmente, la Honorable Senadora señora Alvear expresó que era un hecho no controvertido que tanto en la Sala del Senado como en el seno de esta Comisión, se han planteado algunas dudas de constitucionalidad acerca de las disposiciones analizadas. Frente a ellas, agregó, se han vertido diversas opiniones en la Comisión, como ha quedado reflejado en el cuerpo de este informe.





Considerando lo anterior y teniendo presente que el Ejecutivo ha manifestado su voluntad positiva de perfeccionar este proyecto, propuso sugerir a la Comisión de Hacienda la aprobación de las enmiendas que a continuación se indican.





Las modificaciones que se propondrían serían las siguientes:

Artículo 1º




Sustituir su inciso cuarto por el siguiente:





“El Fondo recibirá aportes que puedan acogerse a lo previsto en esta ley por el plazo máximo de dos años, el que podrá reducirse mediante decreto supremo del Presidente de la República.”

Artículo 3º




Suprimir en su inciso primero la frase “decreto supremo señalado en el”.

Artículo 9º




Sustituir, en el inciso primero del artículo 9°, la frase “decreto supremo señalado en el artículo segundo o el plazo acordado en el convenio respectivo”, por la expresión “artículo 1°”.

Artículo 21

Suprimirlo.

Artículo 22





Reemplazar, en el inciso primero del artículo 22, que pasa a ser 21, la frase “por el decreto supremo dictado en conformidad al inciso cuarto del artículo 1°, o la prórroga en su caso”, por  la expresión “en el artículo 1°”.

Artículo transitorio





Introducirle las siguientes enmiendas:





1.- Sustituir la expresión “un año” por “dos años”, y





2.- Suprimir su oración final.




La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina y Walker, don Patricio, aprobó las enmiendas recién transcritas, las que se someten al conocimiento de la Sala del Senado y se sugiere que sean aprobadas por la Comisión de Hacienda de esta Corporación, durante el estudio en particular de esta iniciativa.

-.-.-.-




Acordado en sesiones celebradas el día 5 de mayo de 2010, con asistencia de los miembros de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela (Presidenta), y señores Andrés Chadwick Piñera, Alberto Espina Otero, Hernán Larraín Fernández y Patricio Walker Prieto.


Sala de la Comisión, a 7 de mayo de 2010.

(Fdo.): Rodrigo Pineda Garfias, Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES GARCIA, PÉREZ (DOÑA LILY), CHAHUÁN, ESPINA Y PROKURICA, QUE SUSPENDE TEMPORALMENTE APLICACIÓN DE NORMAS QUE REGULAN LA COMUNICACIÓN DE ANOTACIONES COMERCIALES RESPECTO DE PERSONAS DOMICILIADAS EN REGIONES DECLARADAS “ZONAS DE CATÁSTROFE”
(6854-03)

Honorable Senado:


Vuestra Comisión de Economía tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señor García, señora Pérez San Martín, y señores Chahuán, Espina y Prokurica. 




La iniciativa ingresó a tramitación en el Senado con fecha 17 de marzo de 2010, pasando a la Comisión de Economía.

A la sesión en que la Comisión estudió el proyecto asistieron, especialmente invitadas, las siguientes personas:

De la Cámara de Comercio de Santiago: el Secretario General, señor Cristián García Huidobro, y el abogado, señor Francisco Arthur. 

De Conupia: el Presidente, don Pedro Davis, y don Ivan Vuskovic.

De la Asociación de Bancos e Instituciones Financieras: el Fiscal, señor Manuel Montes, y el Gerente General Subrogante, señor Enrique Hasbún. 

De Equifax: el Gerente General, señor Mario Godoy; el Gerente de Marketing Estratégico, señor Boris Strauss; el Fiscal, señor Absalón Valencia; los profesores de estadística, señores Wilfredo Palma y Guido del Pino, y la asesora comunicacional, señora Marcela Alt.
- - -

Cabe tener presente que este proyecto de ley fue discutido sólo en general, en virtud del artículo 36 del Reglamento del Senado.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO


Suspender temporalmente, en beneficio de determinados deudores, la publicación en el sistema de anotaciones comerciales de sus antecedentes durante un período único y no prorrogable de diez meses, contado desde el día 27 de febrero del año 2010 y hasta el 27 de diciembre del mismo año.
- - -

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


1- La ley N° 19.628, sobre protección de la vida privada.

2- El decreto N° 104, de 2003, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Título I de la ley  N° 16.282.

3.- El decreto supremo N° 950, del Ministerio de Hacienda, de 1928, sobre boletín comercial.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO



En la moción que dio origen al proyecto, los Honorables Senadores autores de la misma comienzan analizando la coyuntura actual, esto es, la ocurrencia de un grave fenómeno natural calificable como caso fortuito o fuerza mayor y su impacto en la actividad productiva nacional. En efecto, a consecuencia de los movimientos sísmicos y maremotos del 27 de febrero del año 2010, y atendida la grave magnitud de los perjuicios ocasionados tanto a personas naturales como a empresas, en especial las PYMES, se encuentran en curso una serie de iniciativas promovidas tanto por el sector público como por el sector privado, en orden a apoyar las labores de reconstrucción y de reactivación de la actividad económica.

Señalan algunos ejemplos de estas iniciativas. Así, desde el sector público se han establecido plazos especiales para el pago de contribuciones de bienes raíces y se está estudiando la flexibilización del pago del IVA y el otorgamiento de créditos mediante Corfo y Sercotec; y por iniciativa del sector privado, la banca ha prorrogado el pago de créditos hipotecarios y de consumo, y está ofreciendo financiamiento a tasas bajas para la reposición de bienes de capital o de maquinarias y para la reposición de inventarios. Medidas excepcionales que obedecen a que los graves eventos de la naturaleza son calificables jurídicamente y desde el punto de vista de las responsabilidades legales como casos fortuitos o de fuerza mayor, es decir, se trata de imprevistos a los cuales los afectados no han podido resistir, mismos que están ocasionando la imposibilidad de que las personas y las empresas gravemente damnificadas puedan desarrollar normalmente sus actividades laborales, productivas y comerciales, y responder oportunamente en el pago de los créditos contraídos con anterioridad al 27 de febrero del año 2010.

Luego de relatar el panorama ante el que el país se enfrenta, la moción se aboca a explicar el beneficio que se propone en el presente proyecto, esto es, la suspensión temporal de la comunicación a terceros de antecedentes patrimoniales negativos relacionados con la mora y/o protestos derivados de incumplimientos comerciales. Los autores hacen presente que el sistema comercial chileno contempla la facultad para que los acreedores puedan comunicar a terceros o publicar los antecedentes comerciales de los deudores que incurran en mora o insolvencia patrimonial, durante ciertos lapsos de tiempo, con un máximo de cinco años, y bajo los supuestos que establece el artículo 18 de la ley N° 19.628, sobre protección de la vida privada. 



Estiman que en situaciones de normalidad estos mecanismos son claves para mantener la vigencia del orden público económico. No obstante, la política pública que inspira el sistema debe ser revisada temporal y excepcionalmente para apoyar a las personas y empresas damnificadas durante el período de reconstrucción y de reactivación a que el país se encuentra abocado, de modo que la carga que significará la normalización de sus actividades no se vea agravada, temporalmente, en determinados y específicos casos donde exista comprobada buena fe y solvencia comercial previas, con la publicación o comunicación a terceros de obligaciones comerciales que no podrán ser cumplidas oportunamente, de documentos que no podrán ser pagados y de la morosidad, cesación de pagos e insolvencia en que, necesariamente, o por la incapacidad productiva, se está a esta fecha incurriendo y se seguirá incurriendo en el corto y mediano plazo. Esta medida además permitirá que los damnificados se aboquen a obtener los recursos adicionales necesarios para hacer frente a las pérdidas físicas que han sufrido, solicitando y obteniendo financiamientos y créditos que, en caso de poseer coyunturalmente anotaciones comerciales negativas por incurrir en mora, les serían denegados.

En razón de lo expuesto, y a fin de lograr el objetivo planteado, los autores proponen suspender temporalmente en beneficio de estas ciertas y determinadas personas, la publicación en el sistema de anotaciones comerciales de sus antecedentes durante un período único, temporal y no prorrogable de diez meses, contado desde el día 27 de febrero del año 2010 y hasta el 27 de diciembre del mismo año. Transcurrido este lapso, el Boletín Oficial de la Cámara de Comercio de Santiago y las restantes empresas distribuidoras de información podrán retomar la publicación de los antecedentes sobre mora, insolvencia o protestos que encarguen los acreedores respectivos y que no hayan sido pagados al finalizar el período de gracia. Al respecto, recalcan que el objetivo del proyecto no es el de blanquear o eliminar en forma definitiva las anotaciones comerciales negativas ni el de perjudicar, en el futuro, a las entidades financieras y comerciales que entregan créditos en Chile. La suspensión que ahora se establece como temporal, sólo podrá ser permanente, en el caso que el crédito que origine la mora se pague o se renegocie antes del 27 de diciembre del año 2010.

El beneficio que se propone, explican, sólo podrá ser invocado en determinados y específicos casos donde exista comprobada buena fe y solvencia comercial previas, tanto de personas naturales que estén cesantes a la fecha de su publicación, como de personas jurídicas o empresas que, acreditando en ambos casos estar domiciliadas comercial y tributariamente en las Regiones de Valparaíso, Libertador Bernardo O'Higgins, El Maule, del Bío Bío, La Araucanía y Región Metropolitana, hayan dejado de pagar sus deudas o de cumplir con sus compromisos comerciales, a consecuencia directa de la incapacidad de desarrollar sus actividades laborales y productivas. Agregan que cabe presumirse la buena fe y solvencia patrimonial previas si las personas naturales y las empresas que soliciten el beneficio no consignan ni anotaciones en el sistema de información comercial ni morosidad en el pago de contribuciones e impuestos, entre el 27 de febrero del año 2009 y la fecha de los graves movimientos sísmicos.
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


En la sesión en que la Comisión debatió la moción, ésta escuchó la opinión de los distintos invitados en relación al proyecto en informe. El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor García, dio en primer lugar la palabra al Secretario General de la Cámara de Comercio, señor Cristián García Huidobro. 


El señor García Huidobro manifestó que entienden y comparten los motivos que inspiran la moción, pues basta recorrer las ciudades y pueblos devastados por el terremoto y el maremoto para comprender que en esas condiciones no se puede pretender exigir una conducta de normalidad en los pagos y cumplimientos de compromisos comerciales.


No obstante apoyar la iniciativa, observó ciertos aspectos, que en su entender mejorarían el proyecto. Así, estimó que debe acotarse el beneficio a la población realmente damnificada, que corresponde a la radicada en las zonas declaradas en estado de catástrofe, vale decir, las regiones VI, VII y VIII, área que comprende una población de 3.550.289 personas, que equivale al 24% de los habitantes del país. Con la redacción actual de la moción, se comprende a un universo de 12.020.858 personas, lo que equivale al 80% de los habitantes del país. En su opinión, no parece sostenible afirmar que el 80% de la población esté viviendo una situación de catástrofe.


Por otra parte, consideró más adecuado que la moción se refiera al “bloqueo de datos”, en lugar de suspensión temporal. Ello, pues se trata de un término definido en la ley N° 19.628, sobre protección a la vida privada, en su artículo 2°, letra b), como: “la suspensión temporal de cualquier operación de tratamiento de los datos almacenados”.


Finalmente, el señor García Huidobro hizo presente que, en su opinión, debe dictarse un reglamento que precise los requisitos, las condiciones y los procedimientos que aseguren la viabilidad operativa de la normativa, pues con la redacción propuesta, quedan abiertas múltiples dudas e interrogantes que pueden llegar a frustrar la aplicación de una normativa bien intencionada. Así, por ejemplo, no queda claro de la lectura del proyecto acaso también se encuentra comprendida la información relativa a los incumplimientos de las deudas impositivas y previsionales, ni tampoco es suficientemente conclusivo el concepto de “consecuencia directa” que se emplea, o sea, no está acotada la relación causa-efecto, ni se indican los medios idóneos para acreditar los fundamentos invocados por las personas que soliciten el beneficio. Todas ellas materias en que se debe ser muy riguroso y preciso para prevenir situaciones equívocas.


Concluyó su presentación reiterando la voluntad de la Cámara de Comercio de colaborar en este duro trance que afecta a muchos chilenos y de aceptar las responsabilidades que le correspondan como administradora y editora del Boletín de Informaciones Comerciales, tal como lo ha hecho por espacio de  82 años.


A continuación intervino el Gerente General de Equifax, señor Mario Godoy, quien manifestó su apoyo a la idea contenida en la moción, e hizo presente que como empresa comparten la necesidad de ayudar a todas aquellas personas damnificadas por el terremoto y tsunamis que afectaron a nuestro país. Entregó una minuta que contiene algunas observaciones respecto a este proyecto de ley, que en lo medular señala que la iniciativa en estudio les parece bien inspirada y que apunta en la dirección correcta, en favor de las personas damnificadas para que en el período de reconstrucción y reactivación a que el país se encuentra abocado, éstas puedan solicitar y obtener financiamiento o créditos adicionales necesarios para hacer frente a las pérdidas físicas sufridas.

No obstante, se formulan algunas observaciones en orden a perfeccionar la iniciativa. En dicho sentido, estiman que será de gran dificultad identificar a las personas y empresas que pueden ser beneficiarios, sin perjuicio de otros aspectos técnicos y/o administrativos de no menor complejidad para su implementación. Los motivos de esta dificultad son los siguientes:




- Personas y empresas con direcciones desconocidas. Sólo son beneficiarios quienes estén domiciliados comercial y tributariamente en las Regiones afectadas por el terremoto.



- No son conocidas las personas que no han tenido deudas con el Servicio de Impuestos Internos o la Tesorería General de la República en los últimos doce meses.


- No es posible determinar en forma exacta la lista de personas y empresas que no han tenido protestos o morosidades en los últimos doce meses. En estricto rigor, ningún actor de la industria de datos personales podría determinar una lista o nómina por sí mismo; por ejemplo, para Equifax,  un número de Rol Único Tributario puede ser un posible beneficiario, pero el mismo RUT puede estar o haber estado en el Informe Complementario de Morosos del Comercio de la Cámara de Comercio de Santiago A.G. o en otra base de datos, y en tal sentido, para dicho Registro o banco de datos, tal persona no será beneficiaria.


- Al no estar jurídicamente disponible la información histórica, los registros o bancos de datos legalmente no pueden conocer quiénes han tenido información negativa publicada en los últimos doce meses.


- Surgen ciertas dudas. A modo de ejemplo, qué ocurrirá en el caso de las empresas cuyo domicilio legal se encuentra en una región que no ha sido declarada Zona de Catástrofe, pero que tiene sucursales en dicha zona ¿Podrán ser beneficiarias de esta ley?  



El señor Godoy planteó otras interrogantes que surgen de la lectura del actual texto de la moción.

Finalizada la exposición del Gerente General de Equifax, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor García, dio la palabra al señor Fiscal de la Asociación de Bancos e Instituciones Financieras, don Manuel Montes. El señor Montes partió señalando que el proyecto en estudio, busca establecer mecanismos y medidas excepcionales que coadyuven en orden a apoyar las labores de reconstrucción y de reactivación de la actividad económica. Destacó que según los autores de la moción, la propuesta contenida en ella permitiría que la carga que significará la normalización de sus actividades no se vea agravada temporalmente, en determinados y específicos casos donde exista comprobada buena fe y solvencia comercial previas, con la publicación o comunicación a terceros de obligaciones comerciales que no podrán ser cumplidas oportunamente, de documentos que no podrán ser pagados y de la morosidad, cesación de pagos e insolvencia en que, necesariamente o por la incapacidad productiva, se está a esta fecha incurriendo y se seguirá incurriendo en el corto y mediano plazo. Agregó que, según sostienen los autores del proyecto, la no publicación además permitirá que los damnificados se aboquen a obtener los recursos adicionales necesarios para hacer frente a las pérdidas físicas que han sufrido, solicitando y obteniendo financiamientos y créditos que, en caso de poseer coyunturalmente anotaciones comerciales negativas por incurrir en mora, les serían denegados.

Al respecto, el señor Montes puso de relieve que apoyan la iniciativa, pues comprenden y comparten absolutamente el interés de apoyar a las labores de reconstrucción y de reactivación de la actividad económica, dada la grave magnitud de los perjuicios ocasionados tanto a personas naturales como empresas, en especial las PYMES, producto del terremoto sufrido por una parte importante de nuestro país. Ahora bien, continuó señalando, con el fin de contribuir a perfeccionar el proyecto de ley en comento, tiene a bien realizar algunas propuestas y precisiones que considera relevantes para el cumplimiento del objeto del proyecto.


 Al respecto, sugirió acotar la zona de aplicación de la iniciativa a aquellas regiones declaras oficialmente por el gobierno como “zonas de excepción”, esto es, circunscribir el beneficio a las regiones VI, VII, y VIII. Por otra parte, con el fin de resguardar el fiel cumplimiento del espíritu contenido en el proyecto de ley, es necesario establecer un mecanismo explícito para demostrar la incapacidad de una persona natural o jurídica para desarrollar sus actividades laborales y productivas, como consecuencia directa del terremoto. Agregó que, entendiendo que el espíritu del legislador es beneficiar a los ciudadanos afectados por estos graves hechos de la naturaleza y dado que, además del Boletín de Informaciones Comerciales, cada buró de crédito publica morosidades en sus propias bases, en algunos casos distintas a las que posee la Cámara, sería conveniente consignar este aspecto en forma clara, de modo de asegurar que las personas naturales o jurídicas beneficiadas no aparezcan publicadas en ningún buró de crédito.

Concluyó su presentación entregando a la Comisión un documento anexo, que contiene una propuesta de modelo práctico operativo, el que se encuentra a disposición de los Honorables señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

Finalmente, presentes en la sesión representantes de la Conupia, su Presidente, señor Pedro Davis, se mostró de acuerdo con el proyecto en comento. Así, estimó conveniente suspender temporalmente la publicación de datos de las deudas menores a 10 millones de pesos, correspondientes a deudores de las regiones del Bío Bío, del Maule y del Libertador General Bernardo O’higgins.


Concluidas las presentaciones de los invitados a la sesión, los Honorables señores Senadores integrantes de la Comisión manifestaron su acuerdo con la propuesta contenida en la moción.


El Honorable Senador señor Novoa hizo presente la urgencia en el despacho del proyecto en estudio, que responde a una situación coyuntural, por tanto su excesiva dilación en definitiva se traducirá en que éste no pueda cumplir su objetivo, lo que fue compartido por los demás Honorables señores Senadores miembros de la Comisión.


-- Sometida a votación la idea de legislar en la materia fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, García, Novoa, Tuma y Zaldívar.
- - -

TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe el texto que vuestra Comisión de Economía os propone aprobar en general y cuyo tenor es el siguiente: 

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Objeto de la ley. 


La presente ley tiene por objeto la suspensión temporal de la comunicación a terceros de los antecedentes patrimoniales negativos relacionados con la mora y/o protestos derivados de incumplimientos comerciales, que a la fecha de su publicación y cumpliéndose las condiciones y requisitos del artículo 2° estén en vías de ser publicados en el sistema de información comercial, por el Boletín Oficial de la Cámara de Comercio de Santiago y por las empresas distribuidoras de información que operan en Chile.


La suspensión temporal de la publicación en el sistema de anotaciones comerciales de los antecedentes se realizará durante un período único y no prorrogable de diez meses, contados desde el día 27 de febrero del año 2010 y hasta el 27 de diciembre del mismo año.


Transcurrido este lapso, el Boletín Oficial de la Cámara de Comercio de Santiago y las restantes empresas distribuidoras de información podrán retomar la publicación de los antecedentes sobre mora, insolvencia o protestos que encarguen los acreedores respectivos y que no hayan sido pagados al finalizar el período de gracia. La suspensión que ahora se establece como temporal podrá ser permanente en el caso que el crédito que origine la mora se pague o se renegocie antes del 27 de diciembre del año 2010.


Artículo 2°.- Beneficiarios y requisitos de procedencia  del beneficio temporal. 


El beneficio temporal que concede esta ley operará en los casos donde exista comprobada buena fe y solvencia comercial previas, tanto de personas naturales, como empresas que, acreditando ambas estar domiciliadas comercial y tributariamente en las Regiones de Valparaíso, Libertador General Bernardo O'Higgins, del Maule, del Bío Bío, La Araucanía y Región Metropolitana y, que hayan dejado de pagar sus deudas o créditos y de cumplir con sus compromisos comerciales, a consecuencia directa de la incapacidad de desarrollar sus actividades laborales y productivas.


Las personas naturales y las empresas que soliciten el beneficio no deberán consignar, tanto anotaciones en el sistema de información comercial como morosidad en el pago de contribuciones e impuestos, durante el año o los 12 meses anteriores a febrero del año 2010, es decir, entre el 27 de febrero del año 2009 y la fecha de los graves movimientos sísmicos.


Artículo 3°.- Reclamo en contra de la negativa injustificada e infundada por parte de las empresas distribuidoras de información comercial.


Sin perjuicio de las acciones legales de cumplimiento forzado e indemnizatorias que sean procedentes en conformidad a las reglas generales del derecho y ante los Tribunales de Justicia, aquellas personas naturales y/o empresas que invoquen esta ley y estimen que la suspensión temporal de la comunicación de sus antecedentes no ha operado en forma infundada e injustificada por alguna de las empresas distribuidoras que operan en Chile, podrán, presentar un reclamo ante la Cámara de Comercio de Santiago y sus Oficinas Regionales, y solicitar a esta que se elimine la anotación y se exija a las empresas distribuidoras que operen de la misma forma y suspendan la comunicación de la anotación comercial, en un plazo no mayor a cinco días hábiles.”.
° ° °


Acordado en sesión celebrada el día 5 de mayo de 2010, con la asistencia de los Honorables Senadores señores José García Ruminot (Presidente), Andrés Allamand Zabala, Jovino Novoa Vásquez, Eugenio Tuma Zedán y Andrés Zaldívar Larraín.


Sala de la Comisión, a 7 de mayo de 2010.

(Fdo.): Pedro Fadic Ruiz, Abogado Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES ALLAMAND, TUMA, GARCÍA Y LAGOS, REFERIDO A PUBLICACIÓN DE PROTESTOS

(6914-03)

Honorable Senado:


Vuestra Comisión de Economía tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Allamand, Tuma, García y Lagos, referido a la publicación de protestos.


La iniciativa ingresó a tramitación en el Senado con fecha 4 de mayo de 2010, pasando a la Comisión de Economía.  
- - -


A la sesión en que la Comisión estudió el proyecto asistieron, especialmente invitadas, las siguientes personas:

De la Cámara de Comercio de Santiago: el Secretario General, señor Cristián García Huidobro, y el abogado, señor Francisco Arthur. 

De CONUPIA: el Presidente, don Pedro Davis, y don Ivan Vuskovic.

De la Asociación de Bancos e Instituciones Financieras: el Fiscal, señor Manuel Montes, y el Gerente General Subrogante, señor Enrique Hasbún. 

De EQUIFAX: el Gerente General, señor Mario Godoy; el Gerente de Marketing Estratégico, señor Boris Strauss; el Fiscal, señor Absalón Valencia; los profesores de estadística, señores Wilfredo Palma y Guido del Pino, y la asesora comunicacional, señora Marcela Alt.
- - -


Cabe tener presente que la Comisión resolvió discutir este proyecto de ley sólo en general, aún cuando se trata de una iniciativa legal de artículo único, con el objeto de que se puedan presentar indicaciones en la discusión en particular del mismo.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO


En lo fundamental, el proyecto en estudio tiene por objeto introducir una modificación a la ley N° 19.628, sobre protección de la vida privada, para establecer un plazo mínimo de 30 días para la publicación de los datos originados en protestos o morosidades, contado desde la fecha del protesto, o en el caso de las morosidades, desde que la obligación se hizo exigible.
- - -

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se ha tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

A. ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- La ley N° 19.628, sobre protección de la vida privada.

2.- El decreto supremo N° 950, del Ministerio de Hacienda, de 1928, sobre boletín comercial.

B. ANTECEDENTES DE HECHO


La Moción que dio inicio al presente proyecto de ley, propone una modificación a la ley N° 19.628, sobre protección de la vida privada, a fin de considerar un plazo de 30 días para la publicación de los datos originados en protestos o morosidades, contado desde la fecha del protesto, o en el caso de las morosidades, desde que la obligación se hizo exigible.


Agrega que esta propuesta surge de la necesidad de morigerar las consecuencias de los modernos sistemas de información que son utilizados para la transmisión de datos, que a diferencia de lo que ocurría hasta hace algunos años atrás, hoy transmiten la información de manera inmediata.


Indica que la costumbre, aún aplicada por la mayoría de los bancos comerciales y los notarios, determina que entre la fecha en que se produce el incumplimiento que genera el protesto o la morosidad, y aquélla en que estos hechos son publicados en el Boletín Comercial, median por lo menos 30 días, dentro de los cuales la persona afectada puede cumplir sus obligaciones, repactarlas o, en fin, ver la manera de resolver su situación de incumplimiento.


Los autores de la Moción señalan que existe en muchas personas la idea que esta costumbre está consagrada por la ley, y que ello provoca que reciban permanentemente muchas quejas de personas cuyos protestos y morosidades son publicadas dentro de plazos muy cortos, contados desde que la obligación se hizo exigible, sin perjuicio de casos en que la publicación de los datos se ha generado aún después de que las obligaciones han sido cumplidas.


Por lo anterior, estiman que otorgar un plazo legal de gracia antes de que los datos puedan ser publicados es una medida que no afecta la exigibilidad de la prestación por parte del acreedor, sino que, por el contrario, constituye un incentivo para que dentro de este plazo el deudor cumpla, para evitar de este modo su publicación en el Boletín Comercial.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


En la sesión en que la Comisión debatió el asunto, el señor Presidente, Honorable Senador señor García, le ofreció el uso de la palabra a uno de los autores de la Moción, Honorable Senador señor Tuma.

En primer término, el Honorable Senador señor Tuma explicó el alcance del proyecto. Indicó que su objetivo es que el DICOM contemple un plazo de gracia para la publicación de la morosidad. 


A mayor abundamiento, agregó que, en el proyecto, los autores proponen que tal plazo sea de 30 días, dado que, por ejemplo, y tal como lo había hecho presente en una sesión anterior, una deuda por el uso de una autopista concesionada de Santiago que vencía el día 12 de un determinado mes fue publicada el día 25 de ese mismo mes, en circunstancias que se había pagado el día 24. 


Luego, indicó que lo lógico es que la ley fije un plazo al deudor, ya sea de 20 o de 30 días, para que esté alerta que habrá una publicación de su situación y así poder evitarla. Agregó que ello es muy importante, porque el daño que se le ocasiona a una persona una vez que es publicada su situación de morosidad es irreparable. 


Por otra parte, señaló que no hay equilibrio alguno entre el beneficio que una norma como la propuesta significa para el deudor versus el eventual perjuicio de contemplar un plazo prudente de espera para el acreedor de recibir el pago. En definitiva, no habría mayor daño si tal publicación se hiciera dentro de un plazo de 15, 20 o 30 días, contado desde el momento en que se hizo exigible la obligación.


Por su parte, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor García, hizo presente que la finalidad principal es que tal publicación no pueda hacerse sino después de transcurridos 30 días contados desde que la obligación se hubiere hecho exigible o se hubiere producido el protesto.


Hizo presente que uno de los factores que motivó la presentación de la Moción fue precisamente que en una sesión anterior celebrada por la Comisión, el Honorable Senador señor Tuma mostró los antecedentes a los que hizo mención, y que, en síntesis, consisten en que tal deuda fue publicada en DICOM un día después que haber sido cancelada.


A continuación, el señor Secretario General de la Cámara de Comercio de Santiago, don Cristián García Huidobro, señaló en relación al asunto en informe, que si se instauraran los 30 días que contempla el proyecto, se estaría perjudicando a los deudores,  atendido que, por lo general, todas las deudas, incumplimientos y morosidades, tanto provenientes de la banca como del sector comercial, tienen más de 30 días al momento de ser publicadas.


En efecto, en la mayoría de los casos, tales situaciones se arrastran por 30 días, incluso por 45 días y más. Ninguno de los acreedores institucionales, como los bancos, las casas comerciales y los grandes agentes de crédito institucionales, envían los antecedentes a DICOM dentro de un plazo menor. 


Respecto del TAG, señaló no contar con toda la información del caso, porque, entre otros motivos, se trata de una situación relativamente nueva.


Luego, estimó que, en el evento que el proyecto considere un plazo mayor al que normalmente se otorga en la práctica, éste debería ser de a lo menos 60 días, para que realmente sea un beneficio más allá de lo que actualmente existe. Pero llamó a ser prudente sobre el plazo que se quiere consagrar en la ley, en el sentido de que es necesario también considerar la suerte de los acreedores, porque uno de los riesgos implícitos de este tipo de medidas es que los beneficiados muchas veces son personas que sistemáticamente incumplen sus compromisos, y con una norma como la propuesta por el proyecto, contarían siempre con 30 días de gracia. 


Propuso buscar una fórmula más compleja, en la línea que el plazo se otorgue respecto de las personas que exhiben una buena conducta como pagadores, y que su caída o incumplimiento sea una circunstancia excepcional. Lo otro, indicó, es regalarle 30 días, o el plazo que en definitiva se fije, a los sinvergüenzas.


El Honorable Senador señor Allamand, sobre la base de lo expresado por el señor Secretario General de la Cámara de Comercio de Santiago,  comentó que no habría inconveniente conceptual en establecer un plazo de 30 días para que no sean publicados tales datos, contado desde que la obligación se hubiere hecho exigible o se hubiere producido el protesto, porque en la práctica se hace de este modo, e incluso se otorga un plazo aún más generoso que el contemplado en el proyecto de ley.


Por su parte, el Honorable Senador señor Zaldívar indicó que si actualmente la banca otorga un plazo de 30 o 60 días, o incluso más, el proyecto en discusión cumple perfectamente con sus objetivos, porque el plazo que propone es menor que a aquél que otorgan los bancos.


También hizo un llamado a revisar la situación de las deudas respecto de las cuales no existe justificación alguna para que sean publicadas por el DICOM, como son las del TAG, particularmente cuando el cobro por el uso de las autopistas urbanas concesionadas de la ciudad de Santiago tiene un sistema muy normado, con un mecanismo especial de cobranza y que se trata de una materia de competencia de los juzgados de policía local. A mayor abundamiento, recordó que el DICOM y el Boletín Comercial dan cuenta de relaciones comerciales, en cambio el TAG no es una relación comercial, sino que es una infracción a la Ley del Tránsito.


El Honorable Senador señor Novoa indicó que si existe un hábito o una práctica por parte de los bancos o las casas comerciales de no publicar la morosidad antes de los 30 días, estaría todo perfecto. Sin embargo, considera delicado que tal plazo esté consagrado en una ley, porque podría ocurrir que un banco se percate que su cliente está estafando y, por razones obvias, decide comunicar el documento al Boletín Comercial sin esperar. Con un plazo que respetar, el banco no podría proceder de ese modo.


De esta forma, continuó, estima prudente considerar que los 30 días se apliquen para los documentos comerciales tradicionales, porque respecto de ellos hay un acreedor cuyo interés será cobrarlo, más que su publicación en el DICOM, y éste verá si le da al deudor un plazo de 30 o 60 días para proceder a la publicación. Pero en los casos como los de una factura, en el TAG, o en documentos similares, la información está contenida en una base de datos, y para el deudor, luego de cumplir con el pago de su obligación, debe pagar para ser eliminado de tal base.


Concluyó señalando que en el caso del TAG no tiene la menor duda que debe fijarse el plazo de 30 días que propone la Moción, así como respecto de otro tipo de documentos que no sean protestos, particularmente porque respecto de estos últimos, y tal como ha sido expresado, actualmente se otorga un plazo mayor, por lo que hizo un llamado a no innovar en la materia.


Luego, el Honorable Senador señor Tuma recordó que, en la época en que se estableció lo que se conoció como Peneca Verde, el objetivo tenido en consideración fue la publicación de los incumplimientos de promesas de pago. Así, cada vez que había un compromiso de pago y alguien no cumplía, se publicaba. Sin embargo, con el devenir de la economía y especialmente el mundo del crédito, ello se ha ido modificando en los hechos, pero la legislación no ha sido objeto de modificaciones.


Respecto del TAG, recordó que el artículo 17 de la ley N° 19.628, sobre protección de la vida privada, excluye la publicación del incumplimiento en el pago de los servicios básicos, y estima que el uso de la autopistas concesionadas de Santiago también tiene la naturaleza de servicio básico.

- - -


--Sometida a votación la idea de legislar en la materia, ésta fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión de Economía, Honorables Senadores señores Allamand, García, Tuma y Zaldívar.
- - -

TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe el texto del proyecto de ley que vuestra Comisión de Economía os propone aprobar en general: 

Proyecto de ley:

“Artículo único.- Agregase al artículo 5° de la ley N° 19.628, el siguiente inciso final, nuevo: 

"Con todo, los datos personales, independientemente del mecanismo de comunicación de datos utilizado, no podrán ser publicados sino transcurridos 30 días desde que la obligación morosa se haya hecho exigible o se hubiere producido el protesto.".”.
- - -

Acordado en sesión celebrada el día 5 de mayo de 2010, con la asistencia de los Honorables Senadores señores José García Ruminot (Presidente), Andrés Allamand Zabala, Jovino Novoa Vásquez, Eugenio Tuma Zedán y Andrés Zaldívar Larraín.


Sala de la Comisión, a 7 de mayo de 2010.

(Fdo.): Pedro Fadic Ruiz, Abogado Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL OFICIO DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA CON EL QUE REQUIERE EL ACUERDO DEL SENADO PARA NOMBRAR COMO INTEGRANTE DEL CONSEJO DE ALTA DIRECCIÓN PÚBLICA A LA SEÑORA MARÍA BEATRIZ CORBO ATRIA, HASTA EL 5 DE JULIO DE 2010

(S 1238-05)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informaros la solicitud de S. E. el Presidente de la República, contenida en el oficio Nº 508, de fecha 21 de abril de 2010, mediante el cual requiere el acuerdo del Senado para designar como integrante del Consejo de Alta Dirección Pública a la señora María Beatriz Corbo Atria, hasta el 5 de julio de 2010.


A la sesión en que la Comisión consideró este asunto asistió, especialmente invitada, la persona propuesta por el Primer Mandatario para integrar el Consejo.

Cabe señalar que S. E. el Presidente de la República hizo presente la urgencia en el despacho de este asunto en los términos a que alude el párrafo segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental, esto es, si el Senado no se pronunciare dentro de los treinta días después de pedida la urgencia, se tendrá por otorgado su asentimiento.


Se deja constancia, asimismo, de que los consejeros deben ser ratificados por el Senado por los cuatro séptimos de sus miembros en ejercicio, según lo dispuesto en el inciso segundo del ARTÍCULO CUADRAGÉSIMO CUARTO de la ley Nº 19.882, cuerpo legal que creó el Consejo de Alta Dirección Pública.
- - - 


De acuerdo a lo dispuesto por el ARTÍCULO CUADRAGÉSIMO TERCERO de la ley Nº 19.882, el Consejo de Alta Dirección Pública está integrado por el Director de la Dirección Nacional del Servicio Civil, que lo presidirá, y por cuatro consejeros, designados por el Presidente de la República y ratificados por el Senado. Duran seis años en sus cargos y se renuevan por pares alternadamente cada tres años.

En relación con lo precedentemente expuesto, se señala que por decreto N° 636, del Ministerio de Hacienda, se nombró a la señora Rosanna María Asunta Costa Costa, como Consejera del Consejo de la Alta Dirección Pública, por el período de seis años, contados desde el 5 de julio de 2004, quien el pasado 11 de marzo de 2010 fue designada como Directora de Presupuestos, por lo que cesó en sus funciones como Consejera en dicha oportunidad.  


En mérito de lo anterior, Su Excelencia el Presidente de la República ha solicitado el acuerdo del Senado para designar como integrante del Consejo de Alta Dirección Pública, hasta el 5 de julio de 2010, a la siguiente persona:


María Beatriz Corbo Atria                            RUT   7.250.051-2


En conformidad a lo dispuesto en el número 5) del artículo 53 de la Constitución Política, el Senado cuenta con la atribución exclusiva de prestar o negar su consentimiento a los actos del Presidente de la República, en los casos en que la Constitución o la ley lo requieran.


Por su parte, el artículo 205 del Reglamento de la Corporación manda que los asuntos que importen el ejercicio de atribuciones constitucionales exclusivas del Senado “no podrán resolverse sin informe de la Comisión que corresponda.”.

- - - 


En cumplimiento del mandato que la Sala le confiriera en sesión de 21 de abril del año en curso, la Comisión celebró con esta fecha una sesión en la cual fue posible intercambiar opiniones y planteamientos con la persona propuesta, acerca de las funciones y desafíos del Consejo y del Sistema de Alta Dirección Pública.


La señora Corbo refirió ser abogada de la Pontificia Universidad Católica, Magíster en Humanidades por la Universidad del Desarrollo y tener diplomados en Estudios Internacionales de la Universidad de Nueva York y en Familia y Sociedad de la Pontificia Universidad Católica.

Asimismo, señaló que, laboralmente, después de un breve paso por el sector privado ingresó a trabajar a la Fundación Jaime Guzmán en el área legislativa, completando 10 años en asesorías parlamentarias, especialmente en materias de regulación pesquera, relaciones exteriores, familia y derechos humanos. Observó haber participado en varias mesas de trabajo respecto de aspectos regulatorios y de modernización del Estado.

Agregó que en el año 2004 fue nombrada como Consejera del Consejo Nacional de Pesca, nombramiento que fue renovado en el mes de diciembre del año 2009.

Finalmente indicó haber colaborado como columnista del diario El Mercurio y haber participado como asesora del consejo de redacción del cuerpo de Economía y Negocios de dicho periódico. Además, en el año 2003, junto a otros abogados, formó la fundación Pro Bono, de la que fue Directora hasta el año 2007.

El Honorable Senador señor García consultó a la candidata por su visión a la fecha del funcionamiento del Sistema de Alta Dirección Pública.

La señora Corbo manifestó que el referido sistema es de las innovaciones más importantes que han ocurrido en la Administración del Estado y, aunque probablemente ha pasado poco tiempo desde su inicio como para hacer una evaluación definitiva, se trata de un mecanismo altamente eficiente y las personas nombradas lo son por su capacidad técnica, por lo que piensa que probablemente cambiará al país en cuanto al Servicio Público en su directa relación y trabajo con las personas.

El Honorable Senador señor Frei planteó no tener reparos respecto de la candidata propuesta, pero si varias consideraciones sobre el Sistema de Alta Dirección Pública, cuestiones que le parece mejor exponer en la sesión especial convocada para el día 12 de mayo del presente año.

El Honorable Senador señor Lagos expresó que toda la capacidad y el esfuerzo que la candidata pondrá al servicio del Consejo, una vez ratificado su nombramiento, no debe perderse por un cambio de Gobierno que elimine las selecciones efectuadas para llenar los cargos correspondientes, dado que se trata de un Sistema valioso que debe ser cuidado.

Luego, la Comisión procedió a analizar los antecedentes formales relativos a este asunto, pudiendo constatar que el procedimiento seguido en este caso se ha ajustado a las prescripciones legales sobre designación de los miembros del Consejo de Alta Dirección Pública.


En virtud de las consideraciones precedentemente expuestas, la Comisión de Hacienda, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García, Frei y Lagos, tiene el honor de informaros que en la designación de integrante del Consejo de Alta Dirección Pública en trámite se ha dado cumplimiento a los requisitos y formalidades previstos por el ordenamiento jurídico vigente.

---

Acordado en sesión de fecha 10 de mayo de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señor Camilo Escalona Medina (Presidente), señora Evelyn Matthei Fornet y señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle, José García Ruminot y Ricardo Lagos Weber.

Sala de la Comisión, a 11 de mayo de 2010.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE CREA FONDO NACIONAL DE RECONSTRUCCIÓN Y ESTABLECE MECANISMO DE INCENTIVO A DONACIONES EN CASO DE CATÁSTROFE

(6884-05)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informar el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el señor Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.





La iniciativa fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento de la Corporación.
A las sesiones en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Rossi.

Asimismo, en calidad de invitados asistieron, del Ministerio de Hacienda, el Ministro, señor Felipe Larraín; el Subsecretario, señor Rodrigo Álvarez; el Jefe de Gabinete del Subsecretario, señor Cristián Valenzuela; el Abogado de la Dirección de Presupuestos, señor Fuad Rumié,  y el Coordinador Legislativo, señor Jaime Salas; y del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, los asesores, señores Andrés Sotomayor e Ignacio Covarrubias.

Concurrieron, además, del Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas (CRUCH), el Rector de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, señor Alfonso Muga; el Rector de la Universidad de Valparaíso, señor Aldo Valle; el Rector de la Universidad de Santiago de Chile, señor Juan Manuel Zolezzi, y el Rector de la Universidad Católica de Temuco, señor Alberto Vásquez; el Asesor Jurídico del Consorcio de Universidades Estatales, señor Rodrigo González, y la Abogada Asesora de CIEPLAN, señora Macarena Lobos. 
- - -

OBJETIVOS FUNDAMENTALES DEL PROYECTO DE LEY

Crear un Fondo Nacional de la Reconstrucción y establecer diversos mecanismos de incentivo tributario a las personas y empresas que efectúen donaciones destinadas a la reconstrucción del país con ocasión de catástrofes naturales. 
- - -
ANTECEDENTES

Para la cabal comprensión de esta iniciativa de ley, se ha tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

-  La ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1º del decreto ley Nº 824, de 1974.

- La ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, contenida en el artículo 1º del decreto ley Nº 825, de 1974.

- El Código Tributario, contenido en el artículo 1° del decreto ley N° 830, de 1974.
- La ley N° 16.282 que fija disposiciones para casos de sismos o catástrofes, establece normas para la reconstrucción de la zona afectada por el sismo de 28 de marzo de 1965 y modifica la ley N° 16.250.

- La ley N° 16.271 sobre Impuesto a las Herencias, Asignaciones y Donaciones.

- La ley N° 19.885, que incentiva y norma el buen uso de donaciones que dan origen a beneficios tributarios y los extiende a otros fines sociales y públicos.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO
El Mensaje expone que el terremoto del 27 de febrero pasado, de 8,8 grados en la escala de Richter, afectó a la zona central de Chile, donde viven casi 13 millones de compatriotas, equivalentes al 75% de la población nacional. Como consecuencia del terremoto y maremoto al menos 800 mil chilenos resultaron damnificados. Ciudades tan importantes como Talcahuano, Concepción o Constitución fueron arrasadas, gravemente afectadas o quedaron incomunicadas por vía terrestre. Pueblos enteros, como Dichato, Duao, Iloca, Pelluhue, Curanipe, desaparecieron. A nivel nacional, más de 190 mil viviendas quedaron derrumbadas o inhabitables, más de cuatro mil escuelas inutilizables, equivalentes al 42% del total de las existentes en las regiones afectadas, 79 hospitales en el suelo o con daños estructurales o significativos. A ello hay que agregar miles de empresas, especialmente pequeñas y medianas, arruinadas y decenas de miles de empleos perdidos, todo lo cual impactará negativamente la economía nacional y el desarrollo de Chile.

Señala que el costo total bruto de la tragedia bordea los US $ 30 mil millones, equivalentes al 18% del PIB, constituyéndose en la mayor pérdida de capital en la historia de Chile. Descontados los seguros, las estimaciones indican que sólo el costo de reposición de la infraestructura pública destruida, en caminos, hospitales, escuelas, tribunales, cárceles, instalaciones militares, puertos, aeropuertos, edificios municipales y del gobierno regional, entre otros, superará los US$ 10 mil millones. Sin embargo, la totalidad de la ayuda recibida hasta ahora en donaciones, tanto nacionales como extranjeras, no alcanzan a cubrir de manera relevante dicha cifra.

Agrega que, por medio del proyecto, se pretende sentar las bases y crear los instrumentos de financiamiento para en el futuro responder de manera rápida y eficaz a otras emergencias similares.

En cuanto al contenido del proyecto, indica que establece una institucionalidad con el objeto de encargarse de la administración del Fondo Nacional de la Reconstrucción, así como de la coordinación de la ejecución y fiscalización técnica de las obras que se lleven a cabo directamente por los donantes.
Asimismo, plantea que el Fondo Nacional de la Reconstrucción no recibirá fondos del Estado, sino que estará constituido por todos los aportes que reciba de privados vía herencias o donaciones así como por los aportes que reciba por concepto de cooperación internacional. El objetivo del Fondo será el de contribuir a financiar las obras de reconstrucción que el Comité determine. 
Agrega que se establece un mecanismo de beneficios tributarios para las donaciones que tengan por objeto financiar obras de reconstrucción motivadas por terremotos y catástrofes similares. Los beneficios tributarios son a favor de donantes, personas jurídicas como personas naturales, que sean contribuyentes del Impuesto de Primera Categoría, del Impuesto Adicional, del Impuesto Global Complementario o del Impuesto Único de Segunda Categoría, todos de la Ley sobre Impuesto a la Renta. También se consideran beneficios que liberan del Impuesto de Herencias y Donaciones. Asimismo, atendiendo el destino de la donación se establecen beneficios tributarios diferenciados, privilegiando con un beneficio tributario mayor, aquellas donaciones que se destinen al Fondo Nacional de la Reconstrucción por sobre las que se destinen a financiar obras específicas. Respecto de la naturaleza de los beneficios tributarios, atendidas las características particulares de cada donante y con ciertas limitaciones, se permite en algunos casos descontar como gasto, en forma total o parcial, el monto donado y en otros aprovecharlo como crédito.

Por último, destaca el Mensaje que se trata de un régimen de carácter excepcional, ya que las donaciones que se efectúen al amparo de esta ley no se sujetan a los límites globales que existen en materia de franquicias a las donaciones establecidos en el artículo 10 de la ley N° 19.885. Asimismo, se trata de un beneficio limitado en el tiempo, ya que en el caso de esta emergencia tendrá vigencia hasta el 31 de diciembre de 2010  

 –prorrogable mediante decreto supremo- y en el evento de futuras catástrofes, tendrá la vigencia que el respectivo decreto supremo declare.
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

El Ministro de Hacienda, señor Larraín, efectuó una exposición en formato power point del siguiente tenor:

1. Descripción general.

- Beneficios tributarios para las donaciones que  tengan por objeto financiar la reconstrucción de infraestructura o equipamiento ubicado en las zonas afectadas por terremotos y catástrofes similares. 

- Se propone una institucionalidad que permite canalizar la cooperación de privados, nacionales y extranjeros, poniéndola a trabajar en forma coordinada y debidamente enfocada. 

- Se establecen beneficios tributarios excepcionales, por lo que no se aplican las disposiciones generales de la ley N° 19.885 que regula las donaciones para fines sociales.

2. Institucionalidad.
- Se crea una nueva asignación presupuestaria denominada Fondo Nacional de la Reconstrucción, en la partida 50, Tesoro Público. Dicha partida estará constituido por los aportes que reciba de privados vía donaciones, herencias, legados u otros recursos que reciba por concepto de cooperación internacional (no recibe fondos del Estado), y se destinará a financiar las obras de reconstrucción. 

- El Ministerio de Hacienda, mediante la dictación de uno o más decretos supremos, suscritos además por el Ministerio del Interior, tendrá a su cargo la administración y destino de los recursos que ingresen al Fondo, en conformidad con las normas legales.

- Asimismo, le corresponderá al Ministerio de Hacienda, identificar las obras específicas que podrán ser objeto de donaciones, en conformidad a los criterios establecidos en el proyecto.
3. Destino de las donaciones. 

El proyecto entrega a los donantes diferentes alternativas acerca del destino de las donaciones:

a) Donaciones al Fondo Nacional de la Reconstrucción, cuyos recursos se destinarán a la construcción y reconstrucción de infraestructura, instalaciones, obras y equipamiento afectado por el terremoto.

b) Donaciones para la ejecución de obras específicas, dentro de aquellas que el Ministerio de Hacienda califique como elegibles para ser financiadas de este modo. 

c) Donaciones destinadas a instituciones que tengan por objeto satisfacer necesidades básicas de alimentación, abrigo, habitación, educación, salud, comunicación y transporte de los habitantes de las zonas afectadas por un terremoto u otra catástrofe (modificación a ley N° 16.282).
4. Beneficio tributario a las donaciones.
- Varía según la naturaleza de cada contribuyente.

- Varía según si las donaciones se destinan al Fondo Nacional de la Reconstrucción o al financiamiento de obras específicas.

4.1 Beneficio tributario a las donaciones efectuadas al Fondo de Reconstrucción.


1. Donaciones efectuadas por contribuyentes del Impuesto de Primera Categoría de la Ley de la Renta.

- Se permite rebajar como GASTO las sumas donadas de la renta líquida imponible. 

- Si el monto donado excede de la renta líquida imponible, el exceso podrá deducirse, debidamente reajustado, de la renta líquida imponible de los tres ejercicios siguientes. 

- Se permiten las donaciones en especies, hasta por el monto de la renta líquida imponible del ejercicio o el 0,16% del capital propio de la empresa, en el caso de contribuyentes con pérdidas o con escasa renta líquida.

2. Donaciones efectuadas por contribuyentes del Impuesto Global Complementario.

- Gasto efectivo: podrán rebajar de la base imponible la totalidad de las sumas donadas que se destinen al Fondo.

- Gasto presunto: tendrán derecho a un crédito contra el impuesto respectivo equivalente al 40% del monto donado.

Las donaciones en exceso del impuesto a pagar, no se devolverán ni darán derecho a su imputación a impuesto alguno.

3. Donaciones efectuadas por contribuyentes del Impuesto de Segunda Categoría.

Tendrán derecho a un crédito equivalente al 40% del monto donado (donaciones mediante descuento por planilla).

Las donaciones en exceso del impuesto a pagar, no se devolverán ni darán derecho a su imputación a impuesto alguno. 

4. Donaciones efectuadas por contribuyentes del Impuesto Adicional.

Tendrán derecho a utilizar como crédito contra el impuesto a pagar por los retiros o remesas de utilidades o distribuciones de dividendos un 35% del monto donado.

5. Donaciones efectuadas con cargo al Impuesto de Herencias.

- Derecho a que un 40% del monto donado pueda ser imputado como crédito al pago del impuesto a las asignaciones por causa de muerte de la ley N° 16.271. 

- Por medio de un certificado que da cuenta de la donación y del crédito y que puede utilizarse por los herederos o legatarios del donante al tiempo de su fallecimiento. 

4.2 Beneficio tributario a las donaciones efectuadas para financiar obras específicas.


Se establecen beneficios tributarios más restringidos para las donaciones a obras específicas:

- A los contribuyentes de primera categoría, no se les permite aprovechar el exceso donado por sobre la renta líquida imponible, y en el caso de donantes con pérdidas tributarias, descontar más allá del 0,16% del capital propio de la empresa.

- A los contribuyentes del impuesto global complementario, de segunda categoría, impuesto adicional y del impuesto de herencias, se les da un beneficio tributario equivalente a dos tercios de los beneficios para las donaciones hechas directamente al Fondo.

5. Convenios entre el Estado y los donantes.

- Se propone la celebración de convenios entre el Estado y los donantes en los casos en que se compromete el financiamiento y la ejecución de obras específicas.

- El objetivo es otorgar certeza tanto a los derechos y deberes del Estado como de los donantes.

- En los convenios deberá constar entre otras cosas, la tasación de la obra donada y las especificaciones técnicas de la misma, que serán verificadas por el Ministerio de Hacienda.

- Los convenios serán suscritos por el donante y por el Estado, representado por los ministros que correspondan según la naturaleza de la obra a ejecutar.

6. Reconocimiento Moral.

- Se autoriza a erigir monumentos o memoriales en los que se recuerde a las personas y entidades que aporten a la reconstrucción del país. 

- Se autoriza a que en las obras financiadas al amparo de esta ley, se instalen placas recordatorias de quienes contribuyeron con sus aportes al financiamiento de las mismas.

7. Vigencia.
- Se trata de una ley permanente, que entrará en vigencia al momento de su publicación en el Diario Oficial. 

- Para este terremoto, sólo pueden aprovechar los beneficios tributarios, las donaciones que se efectúen al Fondo de conformidad a ella hasta el plazo de un año contado desde la entrada en vigencia de la ley.

- En el caso de catástrofes futuras, le corresponde al Presidente de la República mediante decreto supremo fundado, establecer el plazo durante el cual el Fondo recibirá aportes que puedan acogerse a lo previsto en esta ley, el que no podrá exceder de un año.

La Honorable Senadora señora Matthei consultó   si, cuando se refiere dentro de la institucionalidad a la cooperación de privados, se incluye tanto a empresas como a personas naturales.

El Ministro de Hacienda, señor Larraín, indicó que, efectivamente, se incluía a empresas y personas individuales dentro del término “privados”.

El Honorable Senador señor Rossi consultó si en las donaciones para obras específicas es el donante el que determina libremente a qué tarea de reconstrucción asigna los recursos.

El Ministro, señor Larraín, manifestó que es el donante el que expresa su intención de donar su dinero a una obra en particular, pero es el Ministerio de Hacienda el que autoriza la donación siempre que se encuentre  en el listado de aquellas que son elegibles para ser objeto de donaciones.

La Honorable Senadora señora Matthei preguntó   si en el caso de los contribuyentes del impuesto adicional, están obligados a usar el crédito por el 35% de la donación dentro del período indicado por la ley o pueden utilizarlo cuando remesen utilidades al extranjero.

El Ministro de Hacienda, señor Larraín, expresó que los contribuyentes quedan en posesión de un crédito que pueden utilizar en el momento que retiren utilidades y las remesen al extranjero.

En la siguiente sesión, la Comisión recibió a los representantes del Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas (CRUCH). 

El Rector de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, señor Muga, efectuó una exposición del siguiente tenor:

Cambios sugeridos por el CRUCH al proyecto de ley que establece mecanismos de incentivos a las donaciones en caso de catástrofes.

I.- Antecedentes Generales.
Las universidades del Consejo de Rectores, en especial las situadas en las regiones del Maule y del Bio Bio, han sufrido diversas dificultades de funcionamiento a raíz del terremoto y del posterior maremoto del 27 de febrero del presente año. El 18 de marzo se entregó al Ministro de Educación un Plan de Contingencia que daba cuenta en una evaluación preliminar de las diversas situaciones sufridas. Este Plan fue posteriormente actualizado en un segundo documento entregado al señor Ministro de Educación. Dicho Plan hace referencia a ayudas estudiantiles y a daños en infraestructura de edificios y equipamiento.

La emergencia afectó a estudiantes y a sus familias, lo cual trae como consecuencia un mayor requerimiento en becas de mantención y en financiamiento de aranceles. Un primer catastro de las universidades del CRUCH permitió estimar en algo más de 15.000 estudiantes el total de afectados de diversa forma. Esto representa más del 8% de la matricula total de las entidades del CRUCH. En regiones como Maule y Bio Bio el impacto relativo es significativamente mayor.

A la vez, el monto preliminar de los daños en infraestructura se estimó en cerca de M$60.000.000.- La envergadura de éstos, aún después de descontar las recuperaciones de seguros comprometidos, los que no abarcan todos los casos, hace necesario un esfuerzo especial orientado a facilitar la pronta recuperación de la infraestructura y la normalización de las diversas funciones universitarias.

Es en este contexto que el Consejo de Rectores planteó, oportunamente, el conjunto de estas situaciones de modo que se tuvieran en cuenta tanto en el proyecto de Ley de Donaciones como en los proyectos de Ley de Reconstrucción Nacional. Los puntos siguientes se refieren únicamente a aquellas materias relativas a donaciones.

II.- Donaciones en especies para equipamiento científico, laboratorios y para otros asuntos propios del quehacer universitario.
1.1  Antecedentes.
Especial interés tiene para contribuir a mantener en un nivel apropiado el quehacer científico de las universidades los asuntos asociados a equipamiento científico y tecnológico, y otros bienes requeridos para el desarrollo de la investigación en el país. Hay un marcado interés de colaboración por parte de la comunidad académica de otras naciones del mundo, con vínculos muy activos con nuestros investigadores. Se requiere incorporar en el Proyecto de Ley de Donaciones una disposición que permita que aquellos bienes provenientes del extranjero que sean donados a las universidades chilenas puedan ingresar al país liberados de todo pago de impuestos, derechos, tasas u otro gravamen aplicado por el Servicio Nacional de Aduana.
Con relación al artículo 19, actual 18, del proyecto de ley de donaciones el cual modifica al 7° de la ley 16.282, la redacción del texto propuesto prácticamente no modifica la del artículo que le sirve de referencia. De allí que hay alusiones a donaciones a países extranjeros y exportaciones que no vienen al caso actual. También hay, por ejemplo, una mención a aduanas "de ferrocarriles" en la que sería más apropiado decir: "aduanas terrestres y ferroviarias", dado que las que sí tienen importancia son las de Chacalluta, Los Andes, Cardenal Samoré y otras para vehículos terrestres (camiones, camionetas, buses, etc).

1.2 Propuestas.
Reiterando el planteamiento que el CRUCH ha formulado ante el Ministerio de Educación, lo preferible sería:

A) Una redacción específica para las universidades como la que fue propuesta al Subsecretario de Educación en carta del 30 de abril, de modo de incorporar en el proyecto de ley de donaciones un artículo que haga referencia a las que provengan del exterior para universidades chilenas:

"Las donaciones provenientes del extranjero que se efectúen a universidades reconocidas por el Estado con ocasión de una calamidad pública o catástrofe, estarán liberadas de todo pago de impuestos, derechos, tasas u otro gravamen aplicado por el Servicio Nacional de Aduanas.

El Ministerio de Educación acreditará y calificará el carácter de la donación y su destino y emitirá un certificado en que consten tales hechos, el que será exigido por el Servicio Nacional de Aduanas. Para el retiro de las mercancías no se requerirá de mayor formalidad, salvo el documento de embarque que las ampara, en el cual el funcionario de aduanas estampará la referencia a la presente ley, su firma, timbre y fecha.".
B) Si lo antes propuesto no fuera posible, agregar en el inciso primero del artículo 18, entre los objetivos de las donaciones y después de "los habitantes de la zonas afectadas", la frase: "así como las de educación superior y quehacer científico, universitarias", manteniendo el texto siguiente que expresa "estarán exentas de todo pago o gravamen...".
En tal caso y con relación al inciso segundo del mencionado artículo 18, es conveniente conceder al Ministerio de Educación la facultad de acreditar y calificar el carácter de las donaciones a universidades por las razones siguientes:

- El MINEDUC tiene experiencias en este tipo de materias.
- Liberar de responsabilidades al Ministerio del Interior que tiene las mayores obligaciones en esta emergencia.

- Asegurar la celeridad en la recepción de las donaciones y su despacho aduanero oportuno.

III.- Donaciones a los Fondos Solidarios de Crédito Universitario.
2.1 Antecedentes.

A la vez, en el ámbito nacional, y como una forma de canalizar iniciativas solidarías hacia los estudiantes cuyas familias han resultado seriamente damnificadas, el CRUCH estima posible que vía donaciones se puedan constituir fondos de becas para el financiamiento de los estudios, recursos que también podrían canalizarse por intermedio de los respectivos Fondos Solidarios de Crédito. Este instrumento adquiere relevancia si se atiende la valoración que tiene para la sociedad chilena que los jóvenes provenientes de familias que han quedado en condiciones de extrema vulnerabilidad alcancen y permanezcan en la educación superior. Esta vía de donaciones podría estar abierta, en especial, a ex alumnos universitarios motivados por contribuir a la labor formadora de sus Alma Mater.

2.2 Propuesta.
Se sugiere intercalar a continuación del artículo 8° el siguiente artículo 8° bis: "Lo dispuesto en el artículo anterior será, asimismo, aplicable a las donaciones destinadas a los Fondos Solidarios de Créditos Universitarios regidos por la ley N° 19.287 y a los programas de becas estudiantiles de aquellas universidades reconocidas por el Estado ubicadas en las regiones, provincias o comunas que indique el decreto supremo a que se refiere el artículo 2° y a los Fondos Solidarios de Créditos Universitarios y a los programas de becas estudiantiles de aquellas universidades que acojan, transitoriamente, a estudiantes provenientes de universidades de las regiones, provincias y comunas incluidas en el decreto supremo antes referido, circunstancia que será certificada por el Ministerio de Educación.”.

El Honorable Senador señor García consultó las razones del Consejo para querer que se incluya a las universidades en el presente proyecto de ley, cuando la ley de donaciones con fines educacionales parece ser más favorable para dichas instituciones en vista de que los montos donados se pueden descontar directamente de impuestos.

El Rector, señor Muga, señaló que la referida ley trata de donaciones hechas en dinero dentro del país, y se quiere alcanzar a las donaciones en especie, especialmente las que vengan del extranjero. Agregó que se espera poder recurrir a personas naturales, como los ex alumnos de las universidades, para lo cual se necesita estar incluidos dentro del proyecto en discusión, dado que no es clara la situación en la ley de donaciones con fines educacionales y no se cuenta con un mecanismo de incentivo tributario al respecto dentro de la misma.

El Asesor Jurídico del Consorcio de Universidades Estatales, señor González, sostuvo que los Fondos Solidarios de Crédito son patrimonios separados del de las universidades, por lo que la ley de donaciones respectiva no incluye a dichos Fondos y se requiere su inclusión expresa en una normativa como la que se discute, dejando separado el mecanismo de donación directo a cada plantel superior.

El Rector de la Universidad de Santiago de Chile, señor Zolezzi, indicó que parte de los recursos de los Fondos Solidarios de Crédito se ocupan para cerrar la brecha entre el arancel de referencia y el arancel real. 

El Rector de la Universidad de Valparaíso, señor Valle, destacó que en el caso de que se pueda donar recursos a los referidos Fondos existe una garantía dada por la propia ley de que los recursos sólo pueden ser destinados a créditos universitarios. 

El Subsecretario de Hacienda, señor Álvarez, expuso que es necesario revisar el conjunto de leyes referidas a donaciones, dado que se han generado de manera inorgánica, además de relacionar a las donaciones con fines universitarios con algunos impuestos como el que afecta a herencias, asignaciones y legados, que internacionalmente son muy relevantes en la materia.

Agregó que el proyecto en discusión busca específicamente hacer frente a catástrofes, por lo que es difícil que se relacione correctamente con fondos universitarios o becas, pero respecto de los comentarios sobre el artículo 18 del proyecto, concordó con la necesidad de modificarlo para que se puedan incluir las donaciones con fines educacionales, para lo que anunció la presentación de una indicación durante la discusión en particular. Asimismo, respecto de donaciones específicas en especie a las universidades, señaló creer que las mismas pueden realizarse al amparo del proyecto en discusión, para lo cual deberán presentar proyectos que sean calificados como de utilidad social.
Puesto en votación en general el proyecto de ley, el Honorable Senador señor Frei fundamentó su voto señalando que se abstendría en función del proyecto para el financiamiento de reconstrucción del país, que fue presentado en la sesión anterior por el Ministro de Hacienda, y de la cantidad de recursos que ingresarán al Fisco en los próximos años, tomando en consideración que el Estado cuenta con los fondos y el dinero necesario para enfrentar la referida reconstrucción. Asimismo, señaló que se contempla un exceso de discrecionalidad en el manejo de los recursos que ingresarán producto de las donaciones contempladas por el proyecto en discusión.

Adicionalmente, manifestó que los recortes presupuestarios sufridos por los gobiernos regionales afectan seriamente a la Circunscripción que él representa en el Senado, que en la región de Los Ríos llega aproximadamente a 40 mil millones de pesos, sumando obras públicas y Fondo Nacional de Desarrollo Regional, y en la región de Los Lagos, especialmente en la provincia de Osorno alcanza niveles preocupantes que todavía no han sido totalmente dimensionados.

Finalmente, reiteró que al analizar las cifras que contiene el informe financiero del proyecto de ley para el financiamiento de reconstrucción del país, se puede concluir que los recursos que se necesitan existen sin necesidad de los proyectos mencionados, siendo que para el año 2013 se esperan ingresos fiscales por un monto de 161.183 millones de pesos y costos fiscales por 366.783 millones de pesos.

El Honorable Senador señor Escalona fundamentó su voto manifestando que se abstendría, dado que en la región a la que representa, el día viernes 7 de mayo, se conoció una reducción del 25% del presupuesto destinado a obras públicas, equivalente a 31 mil millones de pesos, después de haberle planteado el miércoles recién pasado al Ministro de Hacienda que se debiera reconsiderar la reducción del Fondo Nacional de Desarrollo Regional de un 17%, cuestión que se comprometió a reestudiar, a pesar de no ser posible su reposición, lo que ha significado una pésima señal para la región, a lo que se agrega que el Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas, respecto de las obras del llamado Plan Chiloé, informó que no se cancelaban sino que sólo se postergaban hasta el período 2020-2025, lo que constituye una broma de mal gusto para las personas de su circunscripción. 

Por lo precedentemente expuesto, señaló que se necesita una señal del Ejecutivo en orden a revertir la fuerte reducción de los presupuestos de las regiones que permita aceptar y aprobar el plan de reconstrucción del país presentado por el Gobierno.

Sometido a votación en general el proyecto de ley, votaron a favor los Honorables Senadores señora Matthei y señor García, y se abstuvieron los Honorables Senadores señores Escalona, Frei y Lagos. De conformidad al artículo 178, inciso primero, del Reglamento del Senado, se procedió de inmediato a repetir la votación.

La Honorable Senadora señora Matthei fundamentó su voto expresando que lamentaba que se le diera la espalda a la gente que necesita los recursos. Asimismo, señaló que no es efectivo que haya dinero para afrontar las obras de reconstrucción, y ejemplificó con la situación que ocurre en la región a la que representa, afectada por una sequía que llevó al anterior Gobierno a dictar un decreto que otorgaba 1.700 millones de pesos a los involucrados, dejando sólo 300 millones de pesos en el presupuesto respectivo. Agregó que el presupuesto está sobreasignado, por lo que no existe ninguna holgura fiscal.

El Honorable Senador señor Lagos fundamentó su voto observando que el tema del recorte de los presupuestos regionales ha sido brutal, que en la región de Valparaíso llega al 26%, por lo que no comparte un proyecto que incentive las donaciones esperando recaudar apenas 150 millones de dólares, frente a un proyecto del Ejecutivo para decretar un feriado que costará al país el doble de lo que ingresará por el aumento de donaciones, dado lo cual espera conocer del Gobierno como se compensarán los recursos quitados a las regiones antes de votar favorablemente el proyecto en discusión en la Sala del Senado.

El Honorable Senador señor Escalona expuso que en el pasado se ha votado en contra de iniciativas de ley a pesar de manifestar estar de acuerdo con la misma, con el objeto de pedirle al Ejecutivo un gesto en cierto sentido, como ocurrió el 17 de abril del año 2007, en la sesión número 11, a propósito de la denominada depreciación acelerada, boletín N° 4.922-05.

Repitiendo la votación, votaron a favor los Honorables Senadores señora Matthei y señor García, e insistieron en su abstención los Honorables Senadores señores Escalona, Frei y Lagos. De conformidad al artículo 178, inciso segundo, del Reglamento del Senado, se consideraron los votos de los Honorables Senadores señores Escalona, Frei y Lagos, como favorables a la posición que obtuvo mayor número de votos y que era la de aprobar en general el proyecto de ley.

- - -
INFORME FINANCIERO





El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 12 de abril de 2010,  señala, de modo textual, lo siguiente:

“El presente proyecto de ley crea un Fondo Nacional de Reconstrucción, destinado a financiar la construcción, reconstrucción, reposición, remodelación o rehabilitación de infraestructura afectada por terremotos, maremotos, erupciones volcánicas, inundaciones, aluviones u otras catástrofes que puedan ocurrir en el territorio nacional. Los gastos en que incurra el Fisco con cargo a los recursos del Fondo incrementarán las sumas globales de gasto fijadas anualmente por la Ley de Presupuestos del Sector Público.
Asimismo, el proyecto crea un Comité Ejecutivo para la Reconstrucción, al que se asigna, entre otras funciones, la administración del Fondo, la definición de las obras que se financiarán con el mismo, y la coordinación y fiscalización de la ejecución de las obras que sean financiadas con cargo a esta ley.
El proyecto establece beneficios tributarios para las donaciones que se destinen al Fondo, procedentes tanto de Chile como del extranjero, efectuadas por contribuyentes del impuesto de primera categoría, del impuesto global complementario, del impuesto único de segunda categoría, del impuesto adicional, o con cargo al impuesto de herencias.

Las donaciones al Fondo representarán ingresos adicionales para el Fisco, mientras que los beneficios tributarios a dichas donaciones implicarán una menor recaudación, reflejada en la Operación Renta del año siguiente.
Considerando ambos efectos, se estima que el presente proyecto de ley implicará en términos netos mayores ingresos fiscales por aproximadamente $80.000 millones en doce meses.”.
En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.
- - -
TEXTO DEL PROYECTO

En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación en general de la iniciativa legal en trámite, en los mismos términos en que fue despachado por la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es del siguiente tenor:

A. PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO I


De la Institucionalidad para la Reconstrucción

Artículo 1°.- Del Fondo Nacional de Reconstrucción. Autorízase la creación de la nueva asignación Fondo Nacional de la Reconstrucción, en la Partida 50, Tesoro Público, Programa 03, Operaciones Complementarias, de la Ley de Presupuestos del Sector Público vigente, en la que se radicarán los recursos que perciba el Fondo de acuerdo a lo establecido en el inciso tercero de este artículo.

El Fondo Nacional de Reconstrucción estará destinado a financiar la construcción, reconstrucción, reposición, remodelación, restauración o rehabilitación de infraestructura, instalaciones, obras y equipamiento, ubicados en las comunas, provincias o regiones afectadas por terremotos, maremotos, erupciones volcánicas, inundaciones, aluviones u otras catástrofes que puedan ocurrir en el territorio nacional.

El Fondo estará formado por los aportes en dinero o especie que reciba con ocasión de herencias, legados o donaciones con que resulte favorecido; por las donaciones u otros recursos que reciba por concepto de cooperación internacional y por las donaciones efectuadas al Ministerio del Interior con ocasión de los sucesos descritos en el inciso anterior.

El Presidente de la República, mediante decreto supremo fundado, establecerá el plazo durante el cual el Fondo recibirá aportes que puedan acogerse a lo previsto en esta ley, el que no podrá exceder de un año.

Los gastos en que incurra el Fisco con cargo a los recursos del Fondo, que hayan sido donados a éste de acuerdo a las modalidades establecidas tanto en el Título II como en el Título III de esta ley, incrementarán las sumas globales de gasto fijadas anualmente por la Ley de Presupuestos del Sector Público.

Artículo 2°.- Administración del Fondo. Corresponderá al Ministerio de Hacienda, mediante la dictación de uno o más decretos supremos, suscritos además por el Ministerio del Interior, la administración y distribución de los recursos que ingresen al Fondo, en conformidad con las normas legales.

Para este efecto, el Ministerio de Hacienda deberá proporcionar los expertos, profesionales y demás funcionarios que sean necesarios para el cumplimiento de esta función, así como también, los medios materiales que requiera para tal efecto, ajustándose a la normativa estatutaria vigente y a la disponibilidad presupuestaria.

Para llevar un adecuado registro y control de los recursos allegados al fondo, el Ministerio de Hacienda deberá emitir los certificados que den cuenta de las donaciones efectuadas al Ministerio del Interior o al Fondo en conformidad a esta ley, de acuerdo a las especificaciones y formalidades que señale el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución.

Título II

De los beneficios tributarios por las donaciones destinadas al Fondo Nacional de la Reconstrucción

Artículo 3°.- Donaciones susceptibles de acogerse a los beneficios de esta ley. Podrán acogerse a lo establecido en esta ley las donaciones procedentes tanto de Chile como del extranjero que se destinen al Fondo y se materialicen dentro del plazo previsto en el decreto supremo señalado en el artículo segundo.

Artículo 4°.- Beneficio para donaciones efectuadas por contribuyentes del Impuesto de Primera Categoría. Los contribuyentes del Impuesto de Primera Categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1º del decreto ley Nº 824, de 1974, que declaren su renta efectiva sobre la base de un balance general según contabilidad completa, que efectúen donaciones en dinero que se destinen al Fondo de conformidad a esta ley, podrán rebajar como gasto las sumas donadas de su renta líquida imponible determinada conforme a los artículos 29° a 33° de dicha ley. El exceso donado sobre la renta líquida imponible del ejercicio podrá deducirse como gasto, reajustado de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 31° número 3 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, de la renta líquida imponible de hasta los tres ejercicios siguientes. El saldo no rebajado de esa forma, de haberlo, no se aceptará como gasto pero no quedará afecto a lo dispuesto por el artículo 21° del mismo texto legal.

Los contribuyentes indicados en este artículo, podrán además efectuar donaciones en especies que se destinen al Fondo de conformidad a esta ley, pudiendo rebajar su valor de la renta líquida imponible determinada conforme a los artículos 29° a 33° de dicha ley, hasta por el monto de la renta líquida imponible del ejercicio o el 0,16% (cero coma dieciséis por ciento) del capital propio de la empresa al término del ejercicio correspondiente, determinado de conformidad a lo dispuesto por el artículo 41° de la citada ley, si éste fuese mayor. El exceso sobre dicho monto no quedará afecto a lo dispuesto en el artículo 21° del mismo texto legal.

Para los efectos del inciso anterior, el valor de los bienes donados será el que éstos tengan de acuerdo al valor de costo determinado en conformidad a lo dispuesto en la Ley sobre Impuesto a la Renta, y su entrega deberá registrarse y documentarse en la forma que establezca el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución. Las donaciones en especies que se hagan al amparo de esta ley no se afectarán con los impuestos de la Ley sobre el Impuesto a las Ventas y Servicios, contenida en el decreto ley N° 825, de 1974, conservándose el derecho al uso como crédito fiscal del impuesto soportado o pagado en las adquisiciones de bienes o servicios utilizados para llevarla a cabo. Además, no se aplicarán en este caso aquellas disposiciones de dicha ley o de su reglamento que obligan a la determinación de un crédito fiscal proporcional cuando existan operaciones exentas o no gravadas. Asimismo, las importaciones o exportaciones de las especies donadas estarán liberadas de todo tipo de impuesto, derecho, tasa u otro gravamen que sea percibido por Aduanas.

Los beneficios de que trata este artículo sólo podrán ser impetrados si la donación se financia con recursos del contribuyente registrados en su contabilidad completa, sea que provengan del capital, ingresos del ejercicio, rentas o utilidades del ejercicio o de ejercicios anteriores.

Artículo 5°.- Beneficio para donaciones efectuadas por contribuyentes del Impuesto Global Complementario y del Impuesto Único de Segunda Categoría. Los contribuyentes del Impuesto Global Complementario que determinen sus rentas efectivas, podrán rebajar de la base imponible de dicho impuesto las sumas donadas en dinero que se destinen al Fondo en conformidad con esta ley. Por su parte, los demás contribuyentes del referido impuesto tendrán derecho a un crédito contra el impuesto respectivo equivalente al 40% del monto donado en dinero que se destine al Fondo en conformidad con esta ley. El crédito a que se refiere este artículo se imputará a continuación de cualquier otro crédito y si luego de ello resultare un exceso, éste no se devolverá ni se tendrá derecho a su imputación a impuesto alguno.

Los contribuyentes afectos al Impuesto Único de Segunda Categoría tendrán derecho a un crédito contra el impuesto respectivo equivalente al 40% del monto donado en dinero que se destine al Fondo en conformidad con esta ley y que se haya efectuado mediante descuentos por planilla acordados con sus empleadores. El crédito a que se refiere este artículo se imputará a continuación de cualquier otro crédito y si luego de ello resultare un exceso, éste no se devolverá ni se tendrá derecho a su imputación a impuesto alguno. Los empleadores, los habilitados o pagadores, deberán imputar el crédito al determinar el impuesto único en el mismo período en que se efectúe la deducción por planilla destinada a la donación.

Los donantes a que se refiere este artículo estarán liberados del deber de información que establece el artículo 13 de esta ley, pero deberán mantener en su poder el certificado que le entregue el Ministerio de Hacienda dando cuenta de la donación efectuada, en conformidad con lo establecido en el inciso cuarto, del artículo 2°, el que podrá ser requerido por el Servicio de Impuestos Internos en el ejercicio de sus facultades de fiscalización. En el caso del Impuesto Único de Segunda Categoría, serán los empleadores, habilitados o pagadores a que se refiere el inciso segundo quienes deberán conservar los certificados referidos, los que podrán ser requeridos del mismo modo por el Servicio de Impuestos Internos.

Artículo 6°.- Beneficio para donaciones efectuadas por contribuyentes del Impuesto Adicional. Los contribuyentes del impuesto adicional de la Ley sobre el Impuesto a la Renta, tendrán derecho a un crédito contra el impuesto que grave los retiros o remesas de utilidades que efectúen, o distribuciones de dividendos que reciban, equivalente al 35% (treinta y cinco por ciento) de la cantidad conformada por el monto de la donación y por los créditos a que el contribuyente tenga derecho por la renta donada afecta al impuesto adicional. Este crédito solamente procederá con respecto a donaciones en dinero, destinadas al Fondo en conformidad con esta ley, que se realicen en el ejercicio comercial respectivo.
El crédito determinado en conformidad a este artículo reemplazará los créditos a que el contribuyente tenga derecho por la renta afecta al impuesto adicional, hasta por un monto equivalente al de la donación efectuada, y no formará parte de la base imponible de dicho impuesto. Los créditos reemplazados por el crédito previsto en este artículo, no darán derecho a devolución o imputación a impuesto alguno.

Previa entrega al agente retenedor del certificado a que se refiere el inciso tercero del artículo 2°, estos contribuyentes tendrán derecho a exigirle la imputación de este crédito contra el impuesto adicional respectivo. De no efectuarse dicha imputación, podrán solicitar la devolución del impuesto retenido en exceso conforme a lo dispuesto en el artículo 126 del Código Tributario, contenido en el artículo 1° del decreto ley N° 830, de 1974, el que para estos efectos se reajustará de acuerdo al porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior a la retención y el mes anterior a la resolución que ordene su devolución. 

Los donantes a que se refiere este artículo estarán liberados del deber de información que establece el artículo 12 de esta ley, pero los agentes retenedores a que se refiere este artículo deberán informar al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y plazo que este organismo establezca mediante resolución, el monto y las características de las donaciones de este artículo y mantener en su poder el certificado a que se refiere el inciso tercero del artículo 2° dando cuenta de la donación efectuada, para cuando éste sea requerido por dicho Servicio en el ejercicio de sus facultades de fiscalización.

Artículo 7°.- Beneficio para donaciones efectuadas con cargo al Impuesto de Herencias. Los contribuyentes personas naturales que efectúen donaciones en dinero que se destinen al Fondo en conformidad con esta ley, tendrán derecho a que el 40% de su monto pueda ser imputado como crédito al pago del impuesto a las asignaciones por causa de muerte de la ley N° 16.271, que grave a los herederos o legatarios del donante al tiempo de su fallecimiento, sin importar el tiempo que haya transcurrido entre la donación y dicho fallecimiento. Para ello el contribuyente deberá solicitar al Servicio de Impuestos Internos un certificado que acredite: a) la existencia del crédito tributario, b) su monto, expresado en Unidades de Fomento según su valor a la fecha de emisión del certificado, c) la individualización del contribuyente, y d) la constatación de que podrá imputarse al pago del impuesto a las asignaciones hereditarias que se devengue tras el fallecimiento del contribuyente. Dicho certificado permitirá efectuar la imputación del crédito por parte de los herederos o legatarios.

También darán derecho al crédito indicado en el inciso anterior, las donaciones en dinero efectuadas por las sucesiones hereditarias y que se destinen al Fondo conforme a esta ley, siempre que ellas ocurran dentro de los tres años contados desde el fallecimiento del causante. Para ello el representante de la sucesión deberá solicitar al Servicio de Impuestos Internos un certificado que acredite: a) la existencia del crédito tributario, b) su monto, expresado en Unidades de Fomento según su valor a la fecha de emisión del certificado, c) la individualización del causante y sus sucesores, y d) la constatación de que, sin límite de tiempo, podrá imputarse al pago del impuesto a las asignaciones hereditarias que a los herederos y legatarios que forman parte de la sucesión les corresponda pagar.

Los donantes a que se refiere este artículo estarán liberados de la obligación de información que establece el artículo 12 de esta ley, pero para obtener el certificado que acredita la existencia del crédito, deberán presentar al Servicio de Impuestos Internos el certificado que a su vez le entregue el Ministerio de Hacienda dando cuenta de la donación efectuada, en conformidad al inciso tercero del artículo 2°.

Las donaciones efectuadas conforme a este artículo no podrán acogerse a los beneficios tributarios establecidos en los artículos anteriores. El crédito a que se refiere este artículo se imputará a continuación de cualquier otro crédito y si luego de ello resultare un exceso, éste no se devolverá ni se tendrá derecho a su imputación a impuesto alguno.

Título III

De las donaciones efectuadas al Fondo Nacional de la Reconstrucción para financiar obras específicas.

Artículo 8°.- Donaciones para obras específicas. También se aplicará lo previsto en esta ley respecto de las donaciones destinadas al Fondo, que tengan por objeto la reconstrucción, reposición, remodelación, restauración, reemplazo, o rehabilitación de infraestructura, instalaciones, obras y equipamiento afectados por cualquiera de los eventos indicados en el artículo 1°, ubicados en las regiones, provincias o comunas que indique el decreto supremo a que se refiere el artículo 2°, y que sean previamente identificadas por el Ministerio de Hacienda en conformidad con lo dispuesto en ese artículo, en adelante las “obras específicas”.

Estas obras específicas podrán incluir la construcción, reconstrucción, reposición, remodelación, restauración o rehabilitación de infraestructura pública, obras viales, espacios públicos, instalaciones educacionales, sanitarias, culturales, o deportivas; así como la adquisición del mobiliario y equipamiento necesario para su funcionamiento.

Asimismo, el Ministerio de Hacienda podrá autorizar donaciones que tengan como destino obras distintas de las señaladas en el inciso anterior, públicas o privadas, siempre que tengan un manifiesto interés público o que presten un servicio a la comunidad en general, lo que será determinado sobre la base de un informe previo de la autoridad competente, fundamentado en una evaluación técnica económica que analice su rentabilidad social.

En el caso de obras privadas, cuando se trate de infraestructura que forme parte del activo de contribuyentes de la Primera Categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta, el valor de costo de tales bienes no podrá incrementarse por el monto de las donaciones recibidas conforme a esta ley. Asimismo, cuando se trate de obras de infraestructura privada, no se aplicarán los beneficios que establece esta ley cuando el donante se encuentre relacionado con el donatario en los términos establecidos en el artículo 100 de la ley N° 18.045.

Las obras específicas podrán ser ejecutadas directamente por el donante, previa subscripción con los Ministerios que corresponda según la naturaleza de la obra a ejecutar, de uno o más convenios en los que deberá constar la tasación de la obra donada así como las especificaciones técnicas de la misma. En el mismo convenio, se dejará constancia del período de ejecución de la obra y la forma y plazo en que se enterarán los aportes.

Corresponderá al Ministerio de Hacienda coordinar la correcta ejecución, fiscalización y cumplimiento de los convenios a que se refiere este artículo, para lo cual podrá solicitar, de los donantes que los hayan celebrado, la información que estime necesaria para verificar el cumplimiento de las condiciones establecidas al respecto. Con todo, para efectos de fiscalización, el Servicio de Impuestos Internos podrá solicitar del Ministerio de Hacienda los antecedentes referidos.

El Ministerio de Hacienda podrá declarar, mediante resolución fundada y previo informe de el o los Ministerios que concurrieron a la firma del convenio, el incumplimiento de los términos y condiciones del convenio correspondiente, si la información o antecedentes requeridos de conformidad con lo dispuesto en el inciso anterior no fueren presentados a su satisfacción en los plazos que en cada caso se indique en la respectiva solicitud, o si determinare el incumplimiento de los términos y condiciones del convenio respectivo, de todo lo cual deberá dar aviso al Servicio de Impuestos Internos. La resolución antes referida deberá ser notificada al donante y a los demás interesados. Contra dicha resolución procederán los recursos establecidos en la ley N° 19.880. El contribuyente afectado por la referida resolución deberá rectificar sus declaraciones de impuestos por todos los períodos en que haya hecho uso de los beneficios tributarios establecidos por esta ley, restituyendo los impuestos que se hubiesen dejado de pagar o devuelto a los contribuyentes respectivos, los que, para los efectos de lo dispuesto en los incisos penúltimo y final del artículo 24 del Código Tributario, se considerarán como impuestos de retención.

Artículo 9°.- De los beneficios tributarios para las donaciones de obras específicas. Podrán acogerse a los beneficios tributarios establecidos en esta ley las donaciones procedentes tanto de Chile como del extranjero que tengan por objeto obras específicas, siempre que se materialicen dentro del plazo previsto en el decreto supremo señalado en el artículo segundo o el plazo acordado en el convenio respectivo.

Estas donaciones tendrán el mismo tratamiento tributario previsto para las donaciones establecidas en el título II de esta ley, con las salvedades que a continuación se señalan:

1) En el caso de las donaciones efectuadas por contribuyentes del Impuesto de Primera Categoría, se permitirá rebajar la suma donada de la renta líquida imponible determinada conforme a los artículos 29° a 33° de dicha ley, hasta por el monto de dicha renta líquida imponible o el 0,16% (cero coma dieciséis por ciento) del capital propio de la empresa al término del ejercicio correspondiente, determinado de conformidad con lo dispuesto en el artículo 41° de la mencionada ley, si éste fuese mayor. El exceso sobre dicho monto no se aceptará como gasto pero no quedará afecto a lo dispuesto en el artículo 21° del mismo texto legal.

Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 31° de la Ley sobre Impuesto a la Renta, se aceptará la deducción de los gastos vinculados al uso de personal, insumos o equipamiento del contribuyente en el desarrollo de actividades complementarias con las obras específicas acogidas a esta ley. Asimismo, tales actividades no se gravarán con el Impuesto al Valor Agregado, conservándose el derecho al uso como crédito fiscal del Impuesto a las Ventas y Servicios soportado o pagado en las adquisiciones de bienes o servicios utilizados para llevarla a cabo, no resultando aplicables en este caso las reglas de proporcionalidad que establece el decreto ley N° 825, de 1974, y su reglamento.

2) En el caso de las donaciones efectuadas por contribuyentes del Impuesto Global Complementario y del Impuesto Único de Segunda Categoría, se tendrá derecho a un crédito equivalente al 27% de la donación efectuada.

3) En el caso de las donaciones efectuadas por contribuyentes del Impuesto Adicional, se tendrá derecho a un crédito equivalente al 23% de la donación efectuada.

4) En el caso de las donaciones efectuadas con cargo al Impuesto de Herencias, se tendrá derecho a un crédito equivalente al 27% de la donación efectuada.

Las donaciones efectuadas conforme a este artículo no podrán acogerse a los beneficios tributarios establecidos en los artículos anteriores.

Título IV

Disposiciones generales

Artículo 10.- Compatibilidad de financiamiento. El financiamiento de proyectos sobre la base de donaciones que trata esta ley, será compatible con los recursos fiscales o municipales que puedan complementarlos.

Artículo 11.- Reconocimiento moral. Las obras financiadas por aportes de terceros, podrán disponer en un lugar visible de un reconocimiento en el que se deje constancia de los nombres de las personas o entidades que contribuyeron con sus aportes a la reconstrucción de las mismas de conformidad a esta ley.

Asimismo, se autoriza erigir monumentos o placas conmemorativas en las comunas en que se ubiquen las obras beneficiadas por las donaciones establecidas en esta ley, en los que se reconozca a los donantes. En uno o más decretos supremos se establecerá la comuna donde se ubicará cada monumento. Estas obras se financiarán mediante erogaciones populares obtenidas por medio de colectas públicas, donaciones y otros aportes. Las colectas públicas se efectuarán en las fechas que determine el Ministerio del Interior.

Artículo 12.- Información al Servicio de Impuestos Internos para efectos de fiscalización. Los donantes, sus representantes, retenedores o pagadores, deberán informar al Servicio de Impuestos Internos el monto de las donaciones efectuadas, en la forma y plazo que dicho Servicio determine mediante resolución. La información que se proporcione en cumplimiento con lo prescrito en este artículo, se amparará en el secreto establecido en el artículo 35 del Código Tributario.

Artículo 13.- Trámite de insinuación e Impuesto a las Herencias Asignaciones y Donaciones. Las donaciones acogidas a esta ley se liberarán del trámite de la insinuación y se eximirán del Impuesto a las Herencias, Asignaciones y Donaciones establecido en la ley N° 16.271.

Artículo 14.- Límite de la ley N° 19.885. Las donaciones efectuadas en conformidad a esta ley, no se someterán a los límites señalados en el artículo 10º de la ley N° 19.885, ni serán computadas para el cálculo del límite de las demás donaciones sometidas a dicho artículo.

Artículo 15.- Exclusión de empresas del Estado y otras. No podrán acogerse a estos beneficios las empresas del Estado o en las que éste o sus instituciones tengan más de un 50% de participación.

Artículo 16.- Incompatibilidad de beneficios tributarios. Las donaciones acogidas a los beneficios tributarios regulados en esta ley, no podrán, a su vez, acogerse a otros beneficios tributarios contemplados en otras leyes.

Artículo 17.- Sanciones al mal uso. Las instituciones o personas beneficiarias de obras específicas financiadas por la presente ley, no podrán, sin perjuicio de lo señalado en el artículo 11, realizar ninguna contraprestación, tales como: el otorgamiento de becas de estudio, cursos de capacitación, asesorías técnicas, u otras, directa o indirectamente, en forma exclusiva, en condiciones especiales, o exigiendo menores requisitos que los que se exigen en general, a favor del donante, ni de sus empleados, directores, o parientes consanguíneos de éstos, hasta el segundo grado, en el año inmediatamente posterior a aquél en que se efectúe la donación, en tanto la donación no se hubiere utilizado íntegramente por la institución donataria. El incumplimiento de lo previsto en este artículo hará perder el beneficio al donante y lo obligará a restituir aquella parte del impuesto que hubiere dejado de pagar o que se le hubiese devuelto, cuando corresponda, con los recargos y sanciones pecuniarias en conformidad al Código Tributario. Para este efecto, se considerará que el impuesto se encuentra en mora desde el término del período de pago correspondiente al año tributario en que debió haberse pagado el impuesto respectivo de no mediar el beneficio tributario.

Artículo 18.- Modificación del artículo 7° de la ley N° 16.282. Reemplácese el artículo 7° de la ley N° 16.282, por el siguiente:

“Artículo 7°.- Las donaciones que se efectúen con ocasión de la catástrofe o calamidad pública, al Estado, a personas naturales o jurídicas de derecho público o fundaciones o corporaciones de derecho privado, a las Universidades reconocidas por el Estado, o que Chile haga a un país extranjero, que permitan satisfacer las necesidades básicas de alimentación, abrigo, habitación, salud, comunicación y transporte de los habitantes de las zonas afectadas, estarán exentas de todo pago o gravamen que las afecten, en las mismas condiciones que las señaladas en el decreto ley N° 45, de 1973, y no se considerarán para el cálculo de los límites contemplados en el artículo 10 de la ley N° 19.885.

Asimismo, las importaciones o exportaciones de las especies donadas con los fines indicados en el inciso anterior estarán liberadas de todo tipo de impuesto, derecho, tasa u otro gravamen que sea percibido por Aduanas, como también estarán liberadas estas importaciones o exportaciones de las tarifas de carga o descarga, movilización, almacenaje, operaciones complementarias u otras, ya sea en puertos, aeropuertos o estaciones de ferrocarriles, y se entenderán también eximidas de las prohibiciones, limitaciones y depósitos aplicables al régimen general de importaciones o exportaciones. El Ministerio del Interior acreditará y calificará el carácter de la donación y su destino, y emitirá un certificado en que consten tales hechos, el que deberá ser exigido por la Aduana.”.

Artículo 19.- Agilización de trámites y autorizaciones. El decreto señalado en el artículo 2° podrá contener normas de excepción que tengan por objeto hacer más expedita la ejecución de las obras financiadas en conformidad con esta ley. Las normas de excepción señaladas, podrán establecer exenciones transitorias referidas a la obtención de permisos o a la realización de trámites administrativos; plazos especiales para el otorgamiento de permisos; exención del llamado a licitación o propuesta pública, la que en ese caso será privada, así como las demás que se estimen necesarias para la pronta y correcta ejecución de las obras de construcción o reconstrucción que se financien de acuerdo a esta ley.

Artículo 20.- Vigencia de la ley. La presente ley entrará en vigencia a partir de su publicación en el Diario Oficial.

Artículo 21.- Prórroga de Plazos. En caso de ser necesario o de mantenerse las circunstancias que motivaron la dictación del decreto supremo señalado en el artículo 1°, el Presidente de la República podrá, mediante un decreto supremo fundado, prorrogar hasta por un año el plazo previsto en dicho artículo.  

Artículo 22.- Informe al Congreso Nacional. Al término del plazo dispuesto por el decreto supremo dictado en conformidad al inciso cuarto del artículo 1°, o la prórroga en su caso, el Ministerio de Hacienda deberá informar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos del Congreso Nacional, los montos e individualización de las donaciones recibidas. Asimismo, deberá proporcionar un informe sobre la selección y ejecución de las obras financiadas en conformidad a esta ley. Todo lo anterior sin perjuicio de las atribuciones y facultades de la Contraloría General de la República.

No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda emitirá informes trimestrales sobre el estado de los Fondos que se establecen en la presente ley, los montos e individualización de las donaciones recibidas, debiendo remitir copia de ellos a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados y a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, dentro de los noventa días siguientes al término del respectivo trimestre.

Artículo transitorio.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 1°, podrán acogerse a los beneficios tributarios previstos en esta ley, las donaciones que se efectúen hasta el plazo de un año, contado desde su entrada en vigencia y que tengan por objeto financiar la construcción, reconstrucción, reposición, remodelación, restauración o rehabilitación de infraestructura, instalaciones, obras y equipamiento, ubicados en las comunas, provincias o regiones afectadas por el terremoto o maremoto ocurrido el día 27 de febrero de 2010. Dicho plazo podrá prorrogarse en los mismos términos previstos en el artículo 21.”.

- - - 

Acordado en sesiones celebradas los días 5 y 10 de mayo de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señor Camilo Escalona Medina (Presidente), señora Evelyn Matthei Fornet y señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle, José García Ruminot y Ricardo Lagos Weber. 


Sala de la Comisión, a 11 de mayo de 2010.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES CHAHUÁN Y BIANCHI, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE EXIGE ROTULADO DE ALIMENTOS SIN GLUTEN

(6932-11)

Honorable Senado:

La enfermedad celíaca consiste en una alteración intestinal crónica producida por el contacto con el gluten, proteína que se contiene en cereales como el trigo, la cebada, la avena o el centeno, y que produce una modificación de la pared del intestino delgado de quienes la sufren, provocando una deficiente absorción de muchos nutrientes.
Quienes sufren de esta patología presentan déficit nutricional, sumado a alteraciones de otros órganos y otra serie de trastornos, como osteoporosis, deficiencia de vitaminas y minerales, insuficiencia del páncreas, desórdenes en el sistema nervioso y linfomas intestinales.
Esta proteína se añade en la elaboración industrial de muchos alimentos como espesante o gelificante, por lo que una manipulación deficiente en una cocina puede transmitir el gluten de alimentos que lo contienen a otros que no debieran tenerlo.
El único tratamiento válido para esta dolencia es eliminar totalmente el gluten de la dieta, para cuyo propósito debe existir un especial cuidado con la limpieza de los útiles de cocina empleados para la preparación de alimentos de personas que no padecen de la enfermedad celíaca o celiaquía, como también se le conoce.
Siendo ésta una patología extendida por todo el mundo, se estima que una de cada dos mil chilenos padece de ella, pese a que existen investigaciones que hablan de un porcentaje aún mayor, y por otra parte se calcula que de nueve de cada diez celíacos se encuentran aún sin diagnosticar, en lo que se denomina la teoría del iceberg, y la prevalencia en mujeres parece ser mayor que en los hombres.
Consideramos que una forma de contribuir a la disminución de los índices de esta enfermedad, es rotular todos los alimentos elaborados que no contengan gluten, como se hace en otros países, en que incluso existe un símbolo de carácter internacional, conformada por una espiga dorada tachada, en el interior de un círculo y sobre fondo rojo.
Para esta finalidad, se requiere modificar el artículo 109 del Código Sanitario, agregando un inciso que contenga la obligación de rotular dichos alimentos, como carentes de gluten.
En mérito a las consideraciones que anteceden, sometemos a la aprobación del Senado de la República, el siguiente
PROYECTO DE LEY:
Artículo único: Modificase el artículo 109 del Código Sanitario, agregándose un inciso segundo, del siguiente tenor:
"Sin perjuicio de lo dispuesto precedentemente, todos los alimentos elaborados que no contengan gluten, deberán tener un rótulo que así lo indique".
 (Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- 
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES NAVARRO, LAGOS Y MUÑOZ ABURTO, SOBRE ESTABLECIMIENTO DE UNA POLÍTICA EDUCACIONAL Y LEGISLATIVA EN MATERIA DE RECURSOS HÍDRICOS

(S 1243-12)

Honorable Senado:

Que el Día Mundial del Agua se originó en la Conferencia de la ONU para el Medio Ambiente y el Desarrollo realizada en Argentina en 1992, después de lo cual la Asamblea General de la ONU adoptó, el 22 de febrero de 1993, la resolución por la que el 22 de marzo de cada año, se celebra el Día Mundial del Agua. A partir de entonces se invita a los países a realizar actividades relacionadas con la conservación y el desarrollo de los recursos hídricos, apelando a la puesta en práctica de las recomendaciones contenidas en el Capítulo 18 (Recursos de Agua Dulce) de la Agenda 21.
Que la ONU dedica el Día Mundial del Agua 2010 a la calidad del agua con el objeto de demostrar que en la gestión de los recursos hídricos la calidad de ese recurso es tan importante como la cantidad. Tiene por objeto, además, fomentar la toma de conciencia sobre la conservación de ecosistemas sanos, abordando los crecientes desafíos sobre la calidad del agua que se plantean a la gestión de ese recurso, dando mayor realce al tema de la calidad del agua exhortando a gobiernos, organizaciones, comunidades y personas en todo el mundo a que adopten medidas en relación con ese tema y realicen actividades de prevención, limpieza y rehabilitación, entre otras.
Que con ocasión del Día Mundial del Agua, la Directora General de la UNESCO, I riña Bokova, destacó la importancia de la calidad del agua para el futuro del ser humano, señalando que un agua limpia y una sanidad adecuada son necesidades básicas para las próximas generaciones. Bokova pidió a la comunidad internacional intensificar la investigación científica para proteger las aguas superficiales y los sistemas subterráneos y garantizar una mejor gestión de los recursos hídricos. Según la UNESCO, unos 884 millones de personas, en su mayoría de África, no tienen acceso al agua potable y 1,5 millones de niños menores de 5 años mueren cada año por enfermedades infecciosas transmitidas a través del agua.
Que el agua contaminada o en mal estado produce más muertes que todas las formas de violencia, incluyendo la guerra, aseveró el Secretario General de la ONU, Ban Ki-moon, coincidiendo con el Día Mundial del Agua. "Estos muertes son una afrenta para la humanidad y minan los esfuerzos de muchos países para llegar a su desarrollo potencial", añadió. "Día tras día vertimos millones de toneladas de aguas residuales y de desechos industriales y agrícolas en los sistemas de agua mundiales", afirmó, antes de señalar que el agua potable escasea y será todavía más escasa como resultado del cambio climático. Ban puso de relieve que el mundo dispone de conocimientos científicos suficientes para administrar mejor los recursos naturales.
Que en marzo de 2008, el Consejo de DDHH de la ONU, en su resolución 7/22, decidió nombrar a un Experto independiente sobre la cuestión de las obligaciones de DDHH relacionadas con el acceso al agua potable y el saneamiento. En septiembre de 2008, el Consejo nombró a la abogada y académica portuguesa Catarina de Albuquerque, por un período de tres años. Parte de su mandato considera entablar un diálogo con los gobiernos, los órganos competentes de la ONU, el sector privado, las autoridades locales, las instituciones nacionales de DDHH, las organizaciones de la sociedad civil y las instituciones académicas para identificar y promover las prácticas idóneas relacionadas con el acceso al agua potable y el saneamiento y, a ese respecto, preparar un compendio de las mejores prácticas y realizar un estudio, para establecer con más precisión el contenido de las obligaciones de DDHH en ese ámbito.
Que como parte del proceso de consulta, la Oficina del Alto Comisionado para los DDHH solicitó a las diversas partes interesadas el envío de comunicaciones por escrito. Se recibieron más de 90 respuestas de Estados, organizaciones intergubernamentales, gobiernos locales, instituciones nacionales de DDHH, ONGs, el sector empresarial, universidades y particulares. Estas contribuciones incluyen las respuestas al cuestionario de la Oficina junto con publicaciones, artículos y libros. La Oficina también organizó una reunión de consulta en mayo de 2007, que se centró en el alcance y el contenido de las obligaciones de DDHH para proporcionar acceso seguro al agua potable y el saneamiento.
Que el Comentario General sobre el Derecho al Agua, de noviembre de 2002, adoptado por el Pacto sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales (CESCR) marca un hito al reconocer de forma explícita el agua como un derecho humano fundamental. Así, los 145 países que ratificaron el CESCR International están obligados a asegurar progresivamente que todos tengan acceso al agua potable. El Comentario General señala que: "el derecho humano al agua otorga derecho a todos a contar con agua suficiente, a precio asequible, físicamente accesible, segura y de calidad aceptable para usos personales y domésticos" y solicita a los gobiernos adoptar estrategias que les permitan "actuar deforma más expedita y eficaz para hacer realidad el derecho al agua".
Que antes de la adopción del Comentario General, el derecho al agua había sido reconocido más o menos implícitamente en el Comentario General sobre el Derecho a la Salud (2000), en la Convención sobre los Derechos del Niño (1989) y en la Convención sobre Eliminación de Toda Forma de Discriminación contra la Mujer (1979).
Que el Presidente de Solivia, Evo Morales, anunció que su Gobierno propondrá a la ONU una Declaración para que el acceso al agua potable y el saneamiento básico sean considerados un derecho humano universal. Con motivo del Día Mundial del Agua, Morales instó a los Estados y al sistema de Naciones Unidas a promover el respeto al derecho al agua e impulsar progresivas medidas nacionales e internacionales para su aplicación efectiva. "El agua es esencial para la vida y para la humanidad en su conjunto: no puede haber vida sin agua y sin vida no existen los derechos humanos ni existe el derecho de la Madre Tierra", manifestó.
Que en los últimos años parlamentarios chilenos de diversos sectores políticos han presentado mociones legislativas tendientes a garantizar un consumo mínimo vital de agua potable, así como para establecer que se requiera una autorización judicial previa para cortar agua, que se amplíe el plazo que debe otorgar una empresa antes de enviar el aviso de corte y legislar para que las empresas acepten pagos parciales de las cuentas, por cierto hasta un punto razonable.
El Senado acuerda:
Solicitar al Sr. Presidente de la República, tenga a bien instruir a los Ministros de Relaciones Exteriores, Educación, Obras Públicas y de Medio Ambiente para que incorporen en las definiciones de sus políticas ligadas al manejo y conservación de los recursos hídricos, en el proceso de enseñanza-aprendizaje de los niños y jóvenes, así como en la participación en foros internacionales, todas aquellas recomendaciones de la ONU y sus organismos, así como los compromisos internacionales suscritos por Chile en esta materia.
Mandatar a las Comisiones de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía y de Medio Ambiente y Bienes Nacionales para que en el marco de sus sesiones ordinarias, incorporen la temática asociada al creciente debate instalado en la comunidad científica, sanitaria y política internacional respecto de avanzar hacia legislaciones y prácticas que establezcan el acceso al agua potable como un derecho humano.
(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Pedro Muñoz Aburto, Senador.- 
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES NAVARRO, LAGOS Y MUÑOZ ABURTO, CON EL QUE SOLICITAN INCLUIR INCENTIVOS AL AHORRO DE ENERGÍA EN ESTRATEGIA DE EFICIENCIA ENERGÉTICA 2020

(S 1244-12)

Honorable Senado:

Que el pasado 27 de abril el Ministerio de Energía, a través de su Programa País de Eficiencia Energética (PPEE), presentó los lineamientos de la Estrategia de Eficiencia Energética 2020, ChileE3.
Que según señaló el Ministro de Energía Ricardo Raineri en dicha presentación: "ChileE3 será la hoja de ruta en cuanto a políticas de uso adecuado de la energía y acciones concretas a emprender con el fin de aprovechar al máximo el potencial de eficiencia energética entre 2010 y 2020; y así aportar de manera sustantiva a las necesidades energéticas del país durante esta década"
Que según lo informado por el PPEE la Estrategia de Eficiencia Energética 2020 abarcará políticas y acciones para sectores de consumo de energía tales como: transporte, industria, minería, edificación, artefactos y sector eléctrico. En el mes de julio se entregará un primer borrador de ChileE3 y luego de esto, se incentivará una discusión pública con los distintos sectores para consensuar las metas que la Estrategia planteará.
Que entre los cambios que se proponen en el área de las edificaciones, está el promover el diseño de edificios con altos estándares de eficiencia, y también los productos y servicios de construcción para lograr ahorros energéticos. En cuanto a la venta de artefactos, se realizará una regulación de los mercados, tal como se hizo hace un par de años cuando se definió una escala de letras para que la gente pudiera comparar los artículos que más ahorran energía, los que tienen la letra A, versus los menos eficientes que tienen la letra G.
Que por su parte en industria y la minería se buscará incentivar una mayor eficiencia en consumidores industriales y mineros, mediante la implementación de tecnologías eficientes y el fomento y promoción de la cogeneración eléctrica.
Que en el sector eléctrico, se buscará promover una mayor eficiencia en la construcción de centrales de generación, asimismo como el desarrollo de centros de cogeneración y la generación eléctrica distribuida de alta eficiencia. Este último punto ha sido apoyado sobre todo por los desarrolladores de proyectos de Energías Renovables No Convencionales.
Que según indicó el PPEE, entre los impactos del programa está un beneficio económico acumulado entre 2010-2020 de US$ 7.838 millones. También se reducirían las emisiones de CO2 en 68 millones de toneladas, lo que corresponde a una baja de un 5% de lo que se espera en el decenio.
Que en cuanto al ahorro en la demanda energética, el PPEE indicó que en el escenario más optimista, alcanzaría 45.238 Teracalorías, lo que equivale al consumo de 2,3 millones de familias en un año. En el escenario más pesimista, se podría ahorrar 25.227 Teracalorías, es decir, lo que consumen 1,2 millones de familias en un año.
Que según Internacional Rivers hasta tres cuartos de la electricidad utilizada actualmente en los EE.UU. podrían ser ahorrados con medidas de eficiencia, y la implementación de estas medidas costaría menos que la electricidad en sí. A su vez, según el Instituto Global Mckinsey, los países en vías de desarrollo, que representan el 80% del crecimiento de la demanda mundial de energía hasta el año 2020, podrían recortar su demanda en más de la mitad utilizando tecnologías existentes para mejorar la eficiencia energética. Esto dejaría el consumo de energía un 22% más bajo que lo que hubiera sido de otra manera, una reducción equivalente al total del actual consumo de la China.
Que en esta línea, por ejemplo, California, luego de una desastrosa experiencia con la desregulación de las tarifas de los servicios públicos, que menoscababan muchos programas de eficiencia, el Estado revirtió el curso. En 2007, adoptó un sistema denominado "desacople plus", que busca realizar inversiones en eficiencia energética más rentable para las empresas de lo que sería generar más energía. Se suman los cargos para financiar las medidas de ahorro de energía a cada factura, y las empresas de servicios públicos gastan el dinero en la búsqueda de las metas fijadas. Se calculan los ahorros de estas inversiones, en comparación con el costo de nuevas plantas de energía. Si una empresa logra entre el 85% y 100% de la meta, puede conservar 9% de los ahorros. Si sobrepasa la meta, recibe el 12%, más de lo que ganaría de construir nueva infraestructura. Entre 65% y 85%, no recibe ninguna ganancia, y por debajo de 65%, paga una multa porcada kilovatio/hora que no ha logrado.
Que en este sentido es absolutamente necesario que el Programa País Eficiencia Energética incorpore en su trabajo la inclusión en sus propuestas de políticas públicas, un uso de la energía, cualquiera ésta sea, con menor demanda de watts, que es lo que en los países desarrollados se denomina "negawatt" o "negavatio", una unidad de energía eléctrica que ahorramos y no consumimos, lo que por cierto es económica, social y ambientalmente más ventajoso.
Que el negavatio o negawatt es una unidad con la que podemos medir el ahorro y la eficiencia energética. El concepto fue creado por el físico Amory Lovins, presidente del prestigioso Rocky Mountain Institute y una de las figuras más reconocidas del movimiento internacional por la sostenibilidad. Este científico que ha recibido un premio Nobel Alternativo y ha sido reconocido por el Times Magazine con el título "Héroe del planeta", ha sido consultor de 18 países y es autor de 29 libros. El negavatio nació en una conferencia sobre energía verde en el año 1989, donde se introdujo el término para referirse al potencial del ahorro energético para reducir emisiones de CO2.
El Senado acuerda:
Solicitar al Ministro de Energía, Ricardo Raineri, pueda incorporar en las políticas públicas que buscan implementarse y desarrollarse a través de la Estrategia de Eficiencia Energética 2020, ChileE3, la experiencia internacional relacionada con la utilización de medidas, como el negawatt o el desacople plus de California, que buscan incentivar y rentabilizar el ahorro más que la generación de energía .
(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Pedro Muñoz Aburto, Senador.- 
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES MUÑOZ ABURTO, ALLENDE (DOÑA ISABEL), ESCALONA, Y NAVARRO, CON EL QUE SOLICITAN AMPLIAR GIRO DE ENAP TRANSFORMÁNDOLA EN EMPRESA NACIONAL DE ENERGÍA

(S 1245-12)

Honorable Senado:

Que la energía es indispensable para la actividad productiva y el crecimiento económico y, lamentablemente, asistimos a la evidencia del agotamiento o encarecimiento de las fuentes más tradicionales, derivadas de los hidrocarburos.
Asimismo, la experiencia mundial revela que tanto éstas, como también otras, generan un severo impacto en el medio ambiente que las diversas naciones se han empeñado en reducir.
Que en el caso de nuestro país, el tradicional abastecimiento de petróleo fue sustituido masivamente, en décadas pasadas, por gas natural de procedencia argentina.
La repentina disminución de los envíos trasandinos mostró, en primer término, la fragilidad de la matriz energética de que disponíamos, poco diversificada, de fuerte dependencia externa y vinculada a energías no renovables y, por tanto, susceptibles de escasez y volatilidad en los precios.
Actualmente un 65% de nuestros requerimientos son satisfechos desde el exterior, estimándose que dentro de la década dicha dependencia alcanzará al 80%, comprometiendo nuestro desarrollo, más aún en un escenario en que los precios presentan una clara volatilidad, la mayoría de las veces determinada por razones políticas.
Que para superar lo anterior se pusieron en marcha, en los últimos años, planes de toda índole, tales como el aumento de las inversiones en prospecciones en la zona austral a través de Contratos Especiales de Operación (CEOP); la construcción de una planta de Gas Natural Licuado, en la zona de Quintero; se implementaron modificaciones legislativas para estimular la inversión en energía hidroeléctrica y se iniciaron formalmente estudios técnicos destinados a explorar la posibilidad de la energía nuclear.
En segundo lugar, la situación actual nos ha expuesto una muy deficiente gestión energética. Nuestras empresas, hogares y ciudades desperdician porcentajes muy importantes de energía. Ello es relevante, pues sabemos que la sostenibilidad depende tanto o más del crecimiento de la demanda que de las características de la oferta. Ello supuso iniciar importantes planes de ahorro energético, con fuertes campañas e incentivos significativos, pero aún insuficientes.
Que, por último, las contingencias de los últimos años demostraron los escasos esfuerzos que estábamos haciendo para aprovechar las enormes potencialidades de nuestro país en energías alternativas, cuestión que pretende ser suplida a través de impulsar las inversiones para el aprovechamiento de la energía eólica y geotérmica, la reciente aprobación de estímulos legales al uso de la energía solar e incipientes estudios en materia de energía mareomotriz.
Que necesitamos energía suficiente, económica y sustentable. Obtenerla requiere planificación e inversión. La evidencia nos indica que en esta materia la improvisación resulta muy negativa, lo mismo que la dependencia de determinadas fuentes energéticas y proveedores. Es indispensable conocer y prever la demanda y preparar la oferta, para las futuras décadas, con el objeto de poder avanzar en la generación de energía suficiente.
Los costos involucrados en las inversiones energéticas, particularmente alternativas, hacen que, en muchos casos, ello sea posible a través de la asociación de esfuerzos entre el sector público y el privado. Ello no es extraño para Chile, como lo demuestra la citada planta de GNL y las prospecciones que a través de Contratos Especiales de Operación se desarrollan en diversas zonas del país.
Que la explotación de energías renovables no convencionales resultaría más factible si, además de los recursos privados y de aquéllos que pudieran surgir del Fondo de Innovación y otros aportes estatales, se contará con una contraparte pública que pudiera asociarse con los particulares para la exploración, explotación y comercialización de estas nuevas energías.
La experiencia acumulada en sus años de historia, la capacidad de sus recursos humanos y la pertinencia de sus recursos técnicos y equipamiento nos permiten sostener que la Empresa Nacional del Petróleo, ENAP es la repartición pública más indicada para llevar adelante estos esfuerzos.
Lo anterior implicaría ampliar expresamente su giro, señalado en el artículo 2° de su ley orgánica, la 9.618, vinculado a los hidrocarburos y complementado por la Ley N° 19.657, de Concesiones de Energía Geotérmica, que permite su participación en esta industria en sociedades donde cuente con hasta un 49% de la propiedad y que posibilitó la creación de la Empresa Nacional de Geotermia.
Que el H. Senado votó un Proyecto de Acuerdo similar a éste el pasado 1° de Diciembre de 2009, resultando rechazado por un escaso margen de 9 VOTOS contra 7.
Que la cercanía de las elecciones parlamentarias impidió que dicha propuesta, que consideramos muy relevante para el país, pudiera ser discutida y apreciada por un mayor número de senadores, lo que nos lleva a considerar conveniente reponer su análisis.
Que abona lo anterior el hecho que recientemente, el 29 de Abril, la Contraloría General de la República ha resuelto una consulta y dictaminado que, en lo sucesivo, la Empresa Nacional del Petróleo dependerá y estar sujeta a la tuición del nuevo Ministerio de Energía, en lugar del Ministerio de Minería al que antes estaba vinculada.
Por lo anterior, el H. Senado de la República acuerda:
Solicitar al Presidente de la República, Sebastián Piñera, encomendar a los Ministros de Hacienda y Energía estudiar la ampliación del giro de la Empresa Nacional del Petróleo, con el objeto que pueda participar, también, directamente o a través de sociedades, en actividades de exploración, explotación y comercialización de otras fuentes energéticas, especialmente renovables no convencionales, transformándose así en una Empresa Nacional de Energía.
(Fdo.): Pedro Muñoz Aburto, Senador.- Isabel Allende Bussi, Senadora.- Camilo Escalona Medina, Senador.- Alejandro Navarro Brain, Senador.-
pog/ogv
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